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Tema especifico: 
Aplicación del principio de la irretroactividad de la ley en el nuevo código penal nicaragüense vigente desde el 08 de junio del año 2008; en el juzgado de ejecución de sentencia y vigilancia penitenciaria del departamento de Carazo, en el último semestre del año 2008

OBJETIVO GENERAL

Análisis del principio de irretroactividad de la ley en el nuevo código penal nicaragüense vigente desde el 08 de Junio del año 2008, su relación con otros principios y la aplicación de este principio en el juzgado de ejecución de sentencia y penitenciaria del departamento de Carazo, en el primer semestre del año 2008.

OBJETIVOS ESPECIFICOS

1. Conocer los antecedentes históricos  del principio de irretroactividad de la ley en el código penal vigente.

2. Destacar los principios y garantías relacionados a la invocación del Principio de la Irretroactividad de de la Ley en el código penal vigente. 

3. Analizar el procedimiento para la aprobación y fundamentación Jurídica y técnicamente del principio de irretroactividad de la Ley enfatizado en los efectos jurídico que resultan de este, en el departamento de Carazo
Resumen
El presente estudio se realizo debido a la necesidad de evaluar los efectos jurídicos y las características principales que se destacan al momento de la aplicación del principio de irretroactividad en el Derecho Penal Nicaragüense; necesidad que responde a la entrada en vigencia de una nueva norma penal para nuestra sociedad; dicho estudio cuenta con cuatro capítulos, en los cuales se trata la irretroactividad desde todos los aspectos que la afectan tales como; sus antecedentes históricos, su naturaleza jurídica, su fundamentación, así como otros aspectos importantísimos que hay que tomar en cuenta al momento de referirnos a lo que es la irretroactividad.

La irretroactividad nace en el derecho romano y se extiende luego por el mundo, convirtiéndose en un principio de aplicación de la ley aceptado universalmente; es decir, válido en todos los tiempos y en todos los lugares.

La irretroactividad es dentro de la técnica jurídica, un principio de aplicación más que de interpretación previa. La interpretación y la aplicación son operaciones exclusivas de los juzgados de ejecución de sentencia y vigilancia penitenciaria Nicaragüenses. El presente estudio trata sobre las características principales que importan a la aplicación de la irretroactividad de la ley en materia penal comenzando con una pequeña reseña histórica del principio de irretroactividad; que como bien se asume, la irretroactividad siempre ha estado presente en la historia humana; desde que el derecho positivo se ha manifestado; a si como también se abordan conceptos propios y garantías relacionadas con la aplicación de la irretroactividad en el derecho penal Nicaragüense. 

La naturaleza jurídica del principio de irretroactividad es la premisa según la cual, en la generalidad de las circunstancias se prohíbe, con base en la preservación del orden público y con la finalidad de plasmar la seguridad y estabilidad jurídicas, que una ley tenga efectos con anterioridad a su vigencia, salvo que la ley nueva  favorezca al reo. En este estudio se aborda también la fundamentación jurídica que los jueces y actores del proceso penal deben de tener en cuenta al momento de la aplicación del principio de la irretroactividad así como de su interposición ante autoridad competente.

 El principio de la irretroactividad se entiende como un planteamiento básico de la organización jurídica del Estado, pues la seguridad de los ciudadanos y la propia equidad exigen que las situaciones creadas al amparo de la anterior ley se conserven o, al menos, que los derechos adquiridos se mantengan y respeten a pesar de que la nueva ley no prevea derechos semejantes para el futuro; en este sentido este informe aborda la manera en que la retroactividad como consecuencia básica de la aplicación de irretroactividad de la ley, debe de tratarse incluyendo una introducción de cómo, ante quien, cuando y donde se deben de interponer los incidentes que busquen efectos retroactivos a favor de los privados de libertad. También se hace un estudio de la legalidad de los incidentes que se interponen en los juzgados de ejecución y de los legitimados para interponer los mismos ante la autoridad a quien corresponde conocer y resolver los incidentes interpuestos; no olvidando abordar lo concerniente a la apelación de lo resuelto por los jueces de ejecución de sentencias y vigilancia penitenciaria.

Por último se realiza un análisis estadístico de datos; obtenidos del archivo del juzgado de ejecución de sentencia y vigilancia penitenciaria del departamento de Carazo; dichos datos permiten dar un esbozo de cómo se comportaron los actores del proceso penal al momento de interponer incidentes de modificación de penas en el mencionado juzgado; realizando un análisis con variables propias del proceso penal como los son, el género, los delitos y las resoluciones que se produjeron en el periodo elegido.

Este estudio contribuye de manera directa a conocer el proceso que debe de seguirse al momento de invocar el principio de irretroactividad; consagrado en el Articulo numero dos del Código Penal vigente y otras generalidades del mismo principio.  
Introducción
El presente estudio tiene como objetivo platear un análisis de lo que es la aplicación del principio de irretroactividad de la ley y la relación que este importante principio posee con algunos principios constitucionales y penales de nuestra legislación; es importante mencionar que en este proyecto responde a la imperativa a la necesidad de un análisis de la irretroactividad de la ley, ya que en nuestro país tenemos muy poco tiempo de contar con un código penal nuevo y moderno en donde los delitos y penas fueron reformados; reformas que hacen que los actores penales accionen con los recursos y herramientas penales que la ley les da;  a favor de los reos o internos; y que el principio de Irretroactividad trata de salvaguardar cuando estas reformas les favorezcan.

 El estudio comienza analizando los antecedentes históricos del principio de la irretroactividad de la ley; antecedentes que explican que la irretroactividad no es un tema nuevo de este siglo si no que es un elemento que siempre ha estado presente a lo largo de la historia humana, cada vez que una norma, regla o ley sustituye a su antecesora ; así podemos mencionar los distintos derechos históricos como lo eran el derecho teodosiano, el derecho visigodo, el derecho español y otros derechos que sirvieron de base al principio de irretroactividad. También se evalúan algunos conceptos propios de este trabajo, la naturaleza jurídica de la irretroactividad y la fundamentación jurídica que usan los jueces de ejecución  para resolver los incidentes que se interponen en los juzgados de ejecución y vigilancia penitenciaria. 

Se continua con el estudio analizando y mencionando la relación que el principio de irretroactividad posee con otros principios y garantías constitucionales; en donde el principio de legalidad ocupa un lugar muy importante por su relación con la aplicación de la irretroactividad y las garantías que este principio ofrece a favor de la irretroactividad; otros principios son mencionados en este estudio como el principio de la dignidad humana, el principio de la defensa y el principio In Dubio pro Reo, entre otros; todos estos principios tienen relación directa con la irretroactividad ya que ayudan a una correcta aplicación del mismo en las resoluciones judiciales de los órganos competentes; además de servir de garantía constitucional al momento de la interposición de los incidentes que buscan beneficios retroactivos de los privados de libertad.

También se realiza un estudio preliminar del trámite de los incidentes de manera general; de que son, como se interponen y como se resuelven; así como la manera especial de cómo se tramitan los incidentes de modificación de sentencias en los juzgados de ejecución de sentencia y vigilancia penitenciaria; las características esenciales y principales que deben de cumplirse al momento de accionar en un incidente interpuesto en el juzgado de ejecución; como también de la apelación de los actos resolutorios emitidos por los jueces de ejecución de penas.

Por último se realizo un pequeño análisis estadístico de los incidentes interpuestos en el juzgado de ejecución de sentencia y vigilancia penitenciaria del departamento de Carazo; análisis que se realizo de manera grafica con un pequeño comentario de cada grafico realizado; cabe mencionar que los datos obtenidos de la oficina de archivo del juzgado en estudio, permitieron realizar gráficos  y análisis certeros de las personas que fueron actoras en el periodo en estudio.

Justificación
A partir de la aprobación de la ley 641 “Código Penal Nicaragüense”, y su entrada en vigencia, el 08 de Junio del año 2008, se ha venido observando cambios en la aplicación de la irretroactividad y de los incidentes promovidos en los juzgados de Ejecución de Sentencias y Vigilancia Penitenciaria; cambios en las penas y medidas de seguridad que son susceptibles de retroactividad y que se abordan en el presente informe. 

Debido al dinamismo con que se presenta el derecho y a lo cambiante en cuanto a las circunstancias que se presentan cada día; es que nuestra legislación a aprobado y puesto en marcha y vigencia un nuevo código penal, del cual ya llevamos un año utilizándolo y todavía se continua resolviendo casos relativos al irretroactividad de la ley y los beneficios que se pueden obtener de la aplicación favorable a los reos; es importante realizar un estudio de este principio en su realidad teórica y su aplicación; ya que constituye un elemento importante al momento de fundamentar la legalidad de su aplicación; como también al momento de definir cuáles son los efectos directos de su aplicación; es por esto y mas que la imperativa necesidad de realizar este estudio, permite tener un documento que permita tener una mejor visión de lo que representa la aplicación del principio de irretroactividad de la ley en el Código Penal Vigente, ya que actualmente el el país la documentación de este principio es muy escaza; esperando contribuir de manera clara y concisa con este informe final a la compresión y aplicación del principio en estudio.
CAPITULO PRIMERO
Generalidades
Antecedentes:
Antecedentes históricos de la irretroactividad
En los momentos en los que el Derecho Consuetudinario
 era importante, la vida jurídica estaba dominada por usos y tradiciones. Su obligatoriedad procedía de un elemento subjetivo, consistente en lo que la doctrina denomina opinio iuris
. Es evidente, que por su propia naturaleza la costumbre jurídica no origina problemas de retroactividad. En la experiencia jurídica romana, salvo excepciones, rigió el principio de irretroactividad de las norma. La exclusión de la retroactividad de las normas jurídicas se deriva del principio que tiende a garantizar la confianza en el Ordenamiento Jurídico, principio que se afirmaba ya en la época republicana. Se reitera el aspecto que debe guardar el nuevo derecho hacia los hechos e incluso hacia las normas pasadas
. 

En el Derecho Romano Postclásico, con la compilación justiniana, se introdujo el recurso de calificar como interpretativas o aclaratorias las normas innovadoras, con el propósito de que las mismas tuvieran efectos retroactivos, bajo el pretexto de que se trataba de normas cuya única finalidad consistía en interpretar o aclarar normas anteriores
. 

El tema de la retroactividad legal, tanto como materia de investigación científico-jurídica, como en su aspecto de prohibición normativa, tuvo un tratamiento especial en el Derecho Romano, y apenas se comenzó a esbozar por Cicerón para convertirse en objeto de nación en el código de Justiniano.

En efecto, según afirma Roubier
 “no se encuentra ninguna decisión interesante para el derecho transitorio, ni en la Ley de las 12 Tablas ni aun en las leyes posteriores de la República Romana. Sólo un poco más tarde se descubre una condenación muy energética de las leyes retroactivas en un discurso de Cicerón contra Verres”
, agregando que la constitución de Teodosio II y Valentiniano III, del año 400, “contiene la afirmación del príncipe de que la ley nueva no tiene acción sobre el pasado”. Por otra parte: “en la obra legislativa de Justiniano hay un gran número de disposiciones, en la que se descarta expresamente toda aplicación de la ley nueva a hechos pasados”.
 

De acuerdo a la historia la cuestión de la retroactividad legal cuyo resultado asienta su resultado en la obra magistral de Roubier “Les conflits des Lois dans le temps”; Roubier afirma que en la edad media “se encuentra la mencionada regla de la no-retroactividad en ésta compilación de usos y constituciones, que llegaron a convertirse en una especie de derecho común feudal, bajo el nombre de “Libri feudo rum”, amén de otros ordenamientos medievales y de los tiempos modernos que sería preciso mencionar y que estudia acuciosamente el citado autor en su aludido tratado.

En el derecho anglo-sajón, a través de los diferentes estatutos que, en unión del derecho consuetudinario lo integra, descubrimos también el principio de la irretroactividad de las leyes.

Así, por ejemplo,  en la Constitución del Estado de Meryland (Art., XV) se establece que “las leyes retroactivas, que declaren criminales o castiguen actos cometidos antes de la existencia de dichas leyes, son opresivas, injustas e incompatibles con la libertad”, agregando que: “en lo sucesivo no deberán dictarse leyes ex post facto”, encontrándose esta misma prohibición en la Constitución Federal de los Estados Unidos Americanos.
El Derecho Visigodo
 se establecía una norma innovadora se le denominaba de efecto intermedio. El Fuero Juzgo establece que se deben juzgar por sus disposiciones las causas iniciadas que aún no hayan sido concluidas. En el Corpus Iuris Canonici
, se acoge literalmente la denominada regla teodosiana, argumentándose que se hace para que no se produzca perjuicio a los ignorantes de la prohibición. No obstante, se establece una excepción a las relaciones jurídicas concernientes al Derecho Divino. En los llamados juicios de albedrío, que se desarrollaron en Castilla y Vascongadas a lo largo del S. XII y la primera mitad del S. XIII se impuso el criterio de la aplicación retroactividad de las normas creadas de hecho por los jueces al resolver controversias. En el Fuero Real se establece que los delitos han de estar sometidos a las penas, que debe haber en el tiempo que hizo la culpa y no en el tiempo en que es dada la sentencia. El principio de irretroactividad de las norma encuentra una expresión acabada en las leyes de Estilo.
 

En el Derecho Histórico Español llaman la atención los efectos retroactivos reclamados por las Leyes de Toro, que alcanzan incluso a supuestos de hecho que hayan acaecido y pasado antes de que las dichas leyes se hiciesen y ordenasen. En el Derecho Intermedio se configuró la categoría de los llamados derechos adquiridos, condición diversa del Ordenamiento Jurídico meramente facultas. La Ilustración reclamó como principio, la irretroactividad de las normas penales.
 

Para Jellinek
 el principio “nulla pena sene lege”
 debe su vigencia jurídica a una exigencia fundamental de la conciencia jurídica, que se haya por encima de la ley escrita dado que los derechos fundamentales en sentido estricto, no pueden ser anulados mediante una reforma a la ley penal

 La Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano (1789) dispone en su art. 8 que la ley sólo debe establecer las penas estricta y evidentemente necesarias y nadie puede ser castigado sino en virtud de una ley establecida con anterioridad al delito y legalmente aplicado
. La misma Declaración, establece en su artículo 3 que la ley es la expresión libre y solemne de la voluntad general y en el art. 19 dispone que nadie deba ser juzgado y castigado hasta que haya sido escuchado o legalmente llamado, y en virtud de una ley promulgada con anterioridad al delito.
 Las recientes declaraciones de Derechos Humanos, convenciones y Pactos internacionales sobre el tema, acogen el principio de la irretroactividad de las norma, limitando su alcance al ámbito penal

El principio de la irretroactividad de las leyes, es un principio de razón, reconocido desde tiempos muy antiguos, que las leyes no deben ser retroactivas, esto es, que no deben ser aplicadas a los hechos que ya hayan pasado, ni a los hechos actuales si la ley es nacida en el futuro. 

CONCEPTOS Y GARANTIAS RELACIONADOS CON EL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY  PENAL.

Irretroactividad: Principio jurídico que rechaza el efecto retroactivo de las leyes, salvo declaración expresa en materia del derecho penal. Favorable al reo. En Derecho penal rige el principio de irretroactividad, que busca proteger a los ciudadanos de que se les pueda sancionar a posteriori por un acto que cuando fue realizado no estaba prohibido.

Dicha irretroactividad, sin embargo, no es absoluta, ya que sólo afecta a aquellas normas que perjudiquen al imputado, acusado o condenado, pero no a aquellas que le beneficien. Por lo tanto, si un delito es derogado por una ley posterior, o recibe una pena menor, se puede y se debe aplicar la normativa que le sea más beneficiosa.

La eficacia de un acto de un acto normativo consiste en su capacidad de producir efectos jurídicos. Un acto puede ser valido pero a la vez ineficaz, dependiendo de las causas externas; como serian las relativas los requisitos legales de su eficacia o su extensión en el tiempo, en el espacio o en el orden de sus destinatarios. Sobre su extensión en el tiempo de las normas, se regula de distintas formas en distintos ordenamientos jurídicos. Es factor común un lapso de tiempo entre la publicación de una norma y su entrada en vigencia, ósea que no entra en vigor automáticamente una vez publicada si no en un periodo de tiempo que ella misma estipula.

La doctrina acepta el principio de irretroactividad de la ley, interpretando que las normas jurídicas no operan hacia el pasado, sino todo lo contrario; las normas jurídicas disponen hacia el futuro. La retroactividad de la ley en materia penal es todo lo contrario del principio “Reformatio in peius”
 que podría traducirse al español como; reformar en peor" o "reformar en perjuicio", utilizada en el ámbito del Derecho procesal. La expresión se utiliza cuando, tras un recurso de apelación o de casación, el tribunal encargado de dictar una nueva sentencia resuelve la causa empeorando los términos en que fue dictada la primera sentencia para el recurrente.

En muchas ocasiones existe la prohibición de la “reformatio in peius”  como una garantía procesal para el apelante, particularmente en materia penal. Sin embargo, suele ser muy habitual (salvo que la sentencia principal resuelva el asunto totalmente a favor de una de las partes) que sean ambas partes las que pueden recurrir al tribunal, en cuyo caso el tribunal podrá mejorar o empeorar la resolución, sujetándose a las peticiones de las partes.

Retroactividad: Que obra o tiene fuerza sobre lo pasado. La retroactividad, en Derecho, es un posible efecto de las normas o actos jurídicos que implica la extensión de su aplicación a que una norma establezca que su aplicación no sólo será sobre hechos futuros sino que se aplicará también a hechos anteriores a su promulgación. Sin embargo, dicha posibilidad supone una situación excepcional, porque puede entrar en contradicción con el principio de seguridad jurídica que protege la certidumbre sobre los derechos y obligaciones que las personas poseen.

Ejecución de la sentencia Penal: Por ejecución de sentencia penal debemos entender; toda actividad desarrollada por los órganos jurisdiccionales para el efectivo cumplimiento de las sanciones impuestas como consecuencia de proceso penal
.

En efecto, conforme al Arto 1 del Código Procesal Penal Nicaragüense, que dice que ninguna persona podrá ser condenada a una pena o sometida a una medida de seguridad, si no es por medio de una sentencia firme, dictada por tribunal competente y través de un procesó en el que se haya conservado los derechos y garantías consagrados en la constitución política de Nicaragua y tratados internacionales.

La sentencia firme como requisito de procedibilidad: De forma previa a cualquier ejecución de sentencia  debe constatarse que la sentencia condenatoria ha quedado firme, es decir que ya no admite recurso alguno. A partir de la firmeza de la sentencia el juez o tribunal ordenara las comunicaciones o inscripciones correspondientes y dispondrá las medidas necesarias para el cumplimiento de sus efectos
; es a partir de ese momento cuando podemos decir que inicia el proceso de ejecución de sentencia penal; no en vano nuestro código penal señala la imposibilidad de ejecutar pena alguna si no en virtud de sentencia ejecutoriada
.

El hecho de que una sentencia haya quedado firme dando lugar a la ejecución, no es motivo suficiente para afirmar, mas allá del desvanecimiento de la presunción de inocencia que conlleva la obligatoriedad del cumplimiento de la condena impuesta, que el condenado esta privado de los derecho civiles, sociales, económicos y culturales propios de la persona, ya que estos solo pueden restringirse cuando sean incompatibles al cumplimiento de la condena y así lo haya determinado el juez en la sentencia, máxime si se tiene en cuenta que nuestra legislación las pena tienen un carácter reeducativo de reinserción social
 y consecuentemente todo aquello que contradiga este principio general puede ser objeto de recurso por la parte afectada.

Del quantum de la pena: La determinación del quantum de la pena que deba cumplirse a de quedar establecida en la sentencia definitiva, así como también debe de quedar establecida la fecha exacta de finalización de la condena
. La actividad descrita, facultad del juez de sentencia; el quantum de la pena ha de realizarse observando, para efectos de abonos respectivos, los días que el condenado estuvo en prisión preventiva o arresto domiciliario y las sentencias de condena que hayan recaído en su contra, incluso las resultantes por la conclusión de hechos delictivos
, En este último caso la unificación de pena corresponderá al juez que impuso la ultima condena, debiendo informar a quienes impusieron las condenas anteriores y al juez de ejecución competente.

Juez de Ejecución: La institucionalización de la ejecución penal en sede jurisdiccional dio un gran paso con la incorporación del juez de ejecución realizada por el Código Procesal Penal Nicaragüense; se trata de una autoridad distinta a la del juez de sentencia que, como se recordara asumía con poca efectividad; mientras que el juez de ejecución  que se encarga de velar por el cumplimiento de la pena impuesta, salva guardar los derechos de los internos; es considerado como un juez de garantía quien resuelve los incidentes promovidos por las partes.
 La competencia del juez de ejecución, así como sus atribuciones y funciones, se encuentran expresadas en el Código Procesal Penal Nicaragüense
; así como al juez de sentencia le corresponde la fijación de pena; el tipo de pena y el quantum de la misma, su duración y su imposición; al juez de ejecución le corresponde la vigilancia y control efectivo cumplimiento de lo establecido por el primero.

 Corresponde además a los jueces de ejecución, entre otras facultadas detalladas por el arto 407 Código Procesal Penal Nicaragüense, la decisión fundada de mantener, sustituir, modificar o hacer cesar las penas y medidas de seguridad impuestas, así  como las condiciones de cumplimiento; visitar los centros de reclusión por lo menos una vez al mes, con el fin constatar el respeto de los derechos fundamentales y penitenciarias de los internos y ordenar las medidas las medidas correctivas que se estimen conveniente; resolver los incidentes y incidentes que ante él se promuevan, así como dar seguimiento a las penas privativas de libertad, haciendo comparecer si es necesario a los reclusos o los funcionarios del sistema penitenciario nacional.

Acto resolutorio o acto fundado: 

El Juez de Ejecución decidirá por auto fundado. Contra lo resuelto, procede; recurso de apelación ante la Sala Penal del Tribunal de Apelación en cuya competencia territorial ejerza sus funciones el Juez de Ejecución correspondiente; la interposición del recurso de apelación no suspenderá la ejecución de la pena
.

El acto resolutorio o acto Fundado, como su nombre lo indica deberá de tener fundamentos jurídicos que mantengan la legalidad de la resolución, pudiendo el juez de ejecución modificar la pena del condenado. No puede un juez de ejecución revisar un expediente para otorgar beneficios retroactivos que favorezcan al reo, el juez de ejecución solo puede interesarse en la pena a imponer al condenado, ya que no es considerado una segunda instancia para revisar el expediente. El acto resolutorio de un incidente que recurre por algún beneficio retroactivo deberá ser fundamentado y resuelto de manera autónoma. 

 Procedencia
. La acción de revisión procederá contra las sentencias firmes y en favor del condenado o de aquel a quien se haya impuesto una medida de seguridad, en los siguientes casos: 

Cuando deba aplicarse retroactivamente una ley posterior más favorable, o cuando la ley que sirvió de base a la condenatoria haya sido declarada inconstitucional, o, 

Cuando se produzca un cambio jurisprudencial que favorezca al condenado, en las decisiones de la Corte Suprema de Justicia o sus Salas. 

La revisión procederá aun cuando la pena o medida de seguridad haya sido ejecutada o se encuentre extinguida.

CARACTERÍSTICAS GENERALES DEL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY

La característica principal del principio de irretroactividad de la ley en el derecho penal nicaragüense es que, este principio genera un beneficio retroactivo que opera solo y solo si; el reo es beneficiado; contemplando distintas situaciones que van desde la reducción de pena hasta la suspensión total de la pena.

Solo entra en vigencia si una nueva norma jurídica, es aprobada por el legislador y con un plazo que esta misma establece para comenzar a regir.

Como resultado del principio de irretroactividad; la retroactividad consiste en su aplicación  a efectos jurídicos nacidos de hechos que tuvieron lugar antes de su vigencia y que se perpetuán en el tiempo de las mismas.

La aplicación del principio es retroactiva y licita si no perjudica a nadie y en materia penal solo será aplicable como la norma más benigna que otorgue beneficios al reo, interno o indiciado.

NATURALEZA DE LA IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY EN EL DERECHO PENAL.
La retroactividad de la ley penal favorable al reo además de tener una naturaleza jurídica basada en los principios de humanidad y convivencia social en que se ha querido hacer descansar, también responde a un precepto de estricta justicia, y este precepto de justicia no puede ser visto por las autoridades competentes con menos precio, a menos que deseen que se vea una aplicación de la justicia y las leyes de manera arbitraria; los poderes públicos poseen la capacidad potestativa de castigar los delitos, tutelando el orden jurídico, para poder de esta manera restablecer el orden mediante la aplicación de la pena, cada vez que este orden es perturbado.

Esa infracción del orden jurídico que constituye el delito no es otra cosa que la relación de contravención existente entre la acción del hombre y la ley que la prohíbe, por lo cual es imposible que haya infracción de la ley cuando no existe una norma jurídica que lo de fina como tal “Nullum delictum sine lege”.

El derecho de castigar, cuyo ejercicio constituye la pena, no es más que la relación de proporción entre la acción hombre declarado punible, y el castigo que según criterio del legislador es eficaz para restablecer el orden jurídico y la paz social, por lo cual no se concibe que haya pena sin una ley que lo establezca. Es de la ley entonces de donde surgen tanto el delito y la pena, y “nadie puede ser enjuiciado por delito no definido”, no obligado a cumplir condena sin haber agotado todos los recursos que la ley establece o hacer uso de los beneficios penales de una ley futura. 

Ahora bien, si la ley nueva no tiene en su lista de delitos alguno o varios actos que la ley anterior conceptuaba como delictuosos, sería completamente contrario a toda razón de justicia penal, que las personas que estuviesen cumpliendo una pena por la ejecución de un actos que en la actual norma son considerados  lícitos o de menor pena, sigan bajo la misma concepción de la ley antigua, por tanto el principio de la irretroactividad de la ley en materia penal debe de operar y poner de nuevo a esa o esas personas en camino al restablecimiento del orden jurídico, constitucional y de garantía social de derecho.

La nueva ley o norma al borrar o modificar las penas y/o delitos de la ley antigua está obligada y obliga a las autoridades competentes a que los delitos y penas antes sancionadas sean ahora modificadas o extintas según la naturaleza del caso, si no lo hiciere se caería en el defecto contrario al de la retroactividad de la ley, ósea que se busca dar efectividad a la ley actual sobre la antigua. Teniéndose en cuenta que el efecto de la retroactividad de la ley como consecuencia del principio de la irretroactividad no debe de conceptuarse como una excepción del principio general e la irretroactividad de la ley penal, si no como un principio de absoluta justicia.

En la aplicación de dicho principio pueden presentarse varios casos, algunos de los cuales merecen especial atención. En el supuesto a que antes se ha hecho alusión, de que la ley posterior no califique de infracción a la ley, actos que la anterior si calificaba, no cabe duda que la nueva ley debe de ser aplicada inmediatamente después del día de entrada en vigencia, sea que se está tramitando un juicio, se haya dictado sentencia firme o se esté cumpliendo la condena.

Por  tanto se dice que el principio de irretroactividad de la ley penal otorga como beneficio penal la no retroactividad que perjudique al reo; es un principio independiente que se opone a la retroactividad de las leyes penales y garantiza en el presente el respeto de los derechos de los reos y los privados de libertad.

FUNDAMENTO JURÍDICO DE LA IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY PENAL.

Los fundamentos de La irretroactividad de la ley más favorable responden principalmente al cambio de valoración jurídica en sentido atenuador o discriminatorio que expresa la nueva ley, por lo que parece justo aplicarla a los hechos anteriores tratándolos igual a los cometidos en la actualidad y parece más adecuado no penar con tanta rigurosidad los actos que hoy son considerados menos lesivos al orden jurídico; edemas la retroactividad tiene un sentido humanitario, similar a otras regulaciones de orientación pro reo y he aquí la diferencia de lo que sucede cuando una ley es desfavorable, no se opone a la retroactividad, la posible infracción  de las garantías para la seguridad jurídica por no aplicar la ley vigente durante el proceso. También existen fundamentos jurídicos en los cuales los actos resolutorios que favorezcan a un reo deben de fundarse, y tanto los jueces o autoridades competentes deben de cumplir para garantizar los principios esenciales que rigen a nuestra sociedad y en este caso a los privados de libertad; dentro de estos fundamentos tenemos tanto normas generales, como especificas y de procedimiento, que a continuación se detalla.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE NICARAGUA: 

Arto 38. La ley no tiene efecto retroactivo, excepto en materia penal, cuando se favorezca al reo

Arto 39. En Nicaragua, el sistema penitenciario es humanitario y tiene como objetivo fundamental la transformación del interno  para reintegrarlo a la sociedad.  Por medio del sistema progresivo promueve la unidad familiar, la salud, la superación educativa, cultural y la ocupación productiva con remuneración salarial para el interno, las penas tienen un carácter reeducativo.

Las mujeres condenadas guardaran prisión en centros penales distintos a los de los hombres y se procurara que las guardas sean del mismo sexo.

Arto 46. En el territorio nacional toda persona goza de la protección estatal y del reconocimiento de los derechos inherentes a la persona humana, del irrestricto respeto, promoción y protección de los derechos humanos y de la plena vigencia de los derechos consignados en Declaración Universal de los Derechos Humanos y Deberes del Hombre; en el pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de la Organización de las Naciones Unidas; y la Convención Americana de Derechos Humanos de la Organización de Estados Americanos.

CÓDIGO PENAL NICARAGÜENSE:

Art. 2. Principio de irretroactividad 
La ley penal no tiene efecto retroactivo, excepto cuando favorezca al reo. 

Si con posterioridad a la comisión de un delito o falta, entra en vigencia una nueva ley, en el caso particular que se juzgue, se aplicará la que sea más favorable al reo. Este principio rige también para las personas condenadas, que estén pendientes de cumplir total o parcialmente la condena. 

Los hechos cometidos bajo la vigencia de una ley temporal serán juzgados conforme a ella, salvo que de la ley posterior se desprenda inequívocamente lo contrario. 

Art. 3. Ley emitida antes del cumplimiento de la condena 
Si la entrada en vigencia de una nueva ley se produce antes del cumplimiento de la condena y resulta favorable al condenado, el Juez o Tribunal competente deberá modificar la sentencia de acuerdo con ella en lo relativo a la pena o 

1 Asamblea Nacional. Proyecto de Ley No. 641, Código Penal, aprobado el 13 de noviembre 2007. 

Medida de seguridad. 

Si la condena fue motivada por un hecho considerado como delito o falta por la ley anterior y la nueva ley no lo sanciona como tal, el Juez o tribunal competente deberá ordenar la inmediata libertad del reo o condenado. 

En caso de duda sobre la determinación de la ley más favorable, será oído el condenado. 

Art. 568. Disposiciones transitorias 
El régimen transitorio de este Código, se regirá por las siguientes reglas: 

Inciso 2. Una vez que entre en vigencia el presente Código, las disposiciones del mismo tendrán efecto retroactivo, en cuanto favorezcan al acusado o sentenciado. Los jueces podrán proceder de oficio o a instancia de parte a rectificar las sentencias que se hayan dictado antes de la entrada en vigencia de este Código, aplicando la disposición más favorable.
CÓDIGO PROCESAL PENAL: 
Artículo 337Inciso 6 y ss. CPP- Procedencia
. La acción de revisión procederá contra las sentencias firmes y en favor del condenado o de aquel a quien se haya impuesto una medida de seguridad, en los siguientes casos: 

6. Cuando deba aplicarse retroactivamente una ley posterior más favorable, o cuando la ley que sirvió de base a la condenatoria haya sido declarada inconstitucional, o, 

7. Cuando se produzca un cambio jurisprudencial que favorezca al condenado, en las decisiones de la Corte Suprema de Justicia o sus Salas. 

La revisión procederá aun cuando la pena o medida de seguridad haya sido ejecutada o se encuentre extinguida
Artículo 402.- Derechos. El condenado podrá ejercer, durante la ejecución de la pena, los derechos y las facultades que le otorgan la Constitución Política, los tratados y convenios internacionales en materia de derechos humanos ratificados por Nicaragua, las leyes penales, penitenciarias y los reglamentos, y planteará ante el tribunal que corresponda las observaciones, recursos e incidencias que con fundamento en aquellas reglas, estime convenientes.
Artículo 403.- Competencia. La sentencia será ejecutada por los Jueces de Ejecución cuya competencia será establecida en el acuerdo de nombramiento dictado por la Corte Suprema de Justicia.
El juez de la causa será competente para realizar la fijación de la pena o las medidas de seguridad, así como de las condiciones de su cumplimiento.

Artículo 404.- Incidentes de ejecución. El Ministerio Público, el acusador particular, el querellante, el condenado o su defensor podrán plantear ante el competente Juez de Ejecución de la pena incidentes relativos a la ejecución, sustitución, modificación o extinción de la pena o de las medidas de seguridad.

Estos deberán ser resueltos dentro del plazo de cinco días, previa audiencia a los demás intervinientes. Si fuera necesario incorporar elementos de prueba, el Juez de Ejecución, aun de oficio, ordenará una investigación sumaria, después de la cual decidirá.

Los incidentes relativos a la libertad anticipada y aquellos en los cuales, por su importancia, el Juez de Ejecución de la pena lo estime necesario, serán resueltos en audiencia oral citando a los testigos y peritos que deben informar durante el debate.

El Juez de Ejecución decidirá por auto fundado. Contra lo resuelto, procede recurso de apelación ante la Sala Penal del Tribunal de Apelación en cuya competencia territorial ejerza sus funciones el Juez de Ejecución correspondiente; la interposición del recurso de apelación no suspenderá la ejecución de la pena.

Artículo 405.- Suspensión de medidas administrativas. Durante el trámite de los incidentes, el Juez de Ejecución de la pena podrá ordenar la suspensión provisional de las medidas de la administración penitenciaria que sean impugnadas en el procedimiento.

Artículo 406.- Defensa. La labor del defensor culminará con la sentencia firme, sin perjuicio de que continúe en el ejercicio de la defensa técnica durante la ejecución de la pena. Asimismo, el condenado podrá designar un nuevo defensor y, en su defecto, se le podrá designar un defensor público o de oficio, en la forma prevista en el presente Código.

El ejercicio de la defensa durante la ejecución penal consistirá en el asesoramiento al condenado, cuando se requiera, para la interposición de las gestiones necesarias en resguardo de sus derechos. No será deber de la defensa vigilar el cumplimiento de la pena.

Artículo 407inc.2.- Atribuciones de los Jueces de Ejecución. Los Jueces de Ejecución ejercerán las siguientes atribuciones:

Inciso 2do._ Mantener, sustituir, modificar o hacer cesar las penas y las medidas de seguridad, así como las condiciones de su cumplimiento;

LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL:

Artículo 13.- So pena de anulabilidad, toda resolución judicial, a excepción de las providencias de mero trámite, debe exponer claramente los motivos en los cuales está fundamentada, de conformidad con los supuestos de hecho y normativos involucrados en cada caso particular, debiendo analizar los argumentos expresados por las partes en defensa de sus derechos. 
Los Jueces y Magistrados deben resolver de acuerdo a los fallos judiciales precedentes y solo podrán modificarlos explicando detalladamente las razones que motiven el cambio de interpretación

CARTA INTERNACIONAL DE DERECHOS HUMANOS: 

Artículo 12.- Las resoluciones judiciales son de ineludible cumplimiento para las autoridades del Estado, las organizaciones y las personas naturales o jurídicas. En ningún caso pueden restringirse los efectos o limitar los alcances del pronunciamiento, bajo las responsabilidades disciplinarias, civiles o penales que la ley determine. 
En el curso del proceso y en la ejecución de lo resuelto, todas las personas y entidades públicas o privadas, están obligadas a prestar, en la forma que la ley establezca, la colaboración efectiva que le sea requerida por los Jueces y Tribunales. 
Las autoridades judiciales pueden requerir el auxilio de la fuerza pública en el curso de los procesos y para el cumplimiento de sus sentencias o resoluciones, el que debe ser concedido de inmediato, por la autoridad a quien se solicite, bajo apercibimiento de las sanciones de ley. 
Motivación de las resoluciones judiciales
Artículo 13.- So pena de anulabilidad, toda resolución judicial, a excepción de las providencias de mero trámite, debe exponer claramente los motivos en los cuales está fundamentada, de conformidad con los supuestos de hecho y normativos involucrados en cada caso particular, debiendo analizar los argumentos expresados por las partes en defensa de sus derechos. 
Los Jueces y Magistrados deben resolver de acuerdo a los fallos judiciales precedentes y solo podrán modificarlos explicando detalladamente las razones que motiven el cambio de interpretación. 
Debido proceso en las actuaciones judiciales
Artículo 14.- Los Jueces y Magistrados deben guardar observancia del debido proceso en toda actuación judicial, cualquiera sea la naturaleza del proceso, brindando las garantías necesarias a las partes para la adecuada defensa de sus derechos. También deben de impulsar de oficio los procedimientos que la ley señale y ejercer la función tuitiva en los casos que la ley lo requiera. 

Los principios de supremacía constitucional y del proceso deben observarse en todo proceso judicial. En los procesos penales puede restringirse el acceso de los medios de comunicación y del público, a criterio de la Autoridad Judicial, sea de oficio o a petición de parte, por consideraciones de moralidad o de orden público.

Al fundarse en estas normas los jueces ya sea a petición de parte interesada o de oficio están poniendo de manifiesto la aplicación de la ley más benigna en beneficio del reo.

CAPÍTULO   SEGUNDO

Principios y garantías vinculadas al principio de irretroactividad de la Ley en el nuevo Código Penal nicaragüense
El principio de la irretroactividad de la ley tiene como tal, relación con otros principios y que de manera jurídica velan por su correcta aplicación, de los cuales tanto defensores particulares, como de oficio así como el mismo juez de ejecución de sentencia se fundamentan para incidentar o emitir el acto resolutorio; a continuación se detalla algunos de estos principios comentando su fundamentación jurídica: 

Principio de legalidad. Nadie podrá ser condenado a una pena o sometido a una medida de seguridad, sino mediante una sentencia firme, dictada por un tribunal competente en un proceso conforme a los derechos y garantías consagrados en la Constitución Política, a las disposiciones de este Código y a los tratados, convenios y acuerdos internacionales suscritos y ratificados por la República de Nicaragua
.
 El  principio  de  legalidad.-  según  la  doctrina.-  ha sido considerado como
el  de  mayor  importancia  entre  todos  los  preceptos  penales  de  carácter constitucional que irradian nuestra legislación penal vigente y el espíritu del nuevo  código  penal  de  la  nación,  ya  que  tutela  y  garantiza  la  legalidad  y legitimidad democrática del derecho penal y el respeto que éste conlleva a
Los  derechos  individuales
.  Lo  que  supone,  por  un  lado;  la  necesidad  de
Poseer un gobierno respetuoso y garante del Estado de Derecho en donde ninguna persona esta por encima de la ley. Y por otro, nos indica que dicho principio se desprende de la idea de dotar de seguridad jurídica a todos los nicaragüenses,  para  que  se  garantice  la  libertad  individual  frente  a  las intervenciones punitivas del Estado de Nicaragua.[image: image15.jpg]


 Dicho
 principio como hemos de observar, está expresamente establecido  en  nuestra  Constitución  Política
 y  en  las  demás  leyes  del ordenamiento jurídico nicaragüense. Estableciendo como arista fundamental, que ningún comportamiento será penalizado, si no se estipula en  la  ley  (nullum crimen  sine  lege
). También,  que  estos  comportamientos solo pueden ser penalizados o castigados si la ley previamente lo establece (lex  praevia).  La  ley  regula  comportamientos  de  futuro  para  que  el  hecho sea considerado delito, es decir que tiene que haber una ley que lo tipifique, rechazando  la  retroactividad  (aplicación  de  la  ley  a  hechos  anteriores  a  su entrada en vigencia), excepto cuando favorezca al reo.
 El principio de legalidad esta relacionado con el debido proceso que los jueces deben de seguir y que se encuentra en la Ley Orgánica del Poder judicial Nicaragüense y que en el Arto. 14, expresa; “Los Jueces y Magistrados deben guardar observancia del debido proceso en toda actuación judicial, cualquiera sea la naturaleza del proceso, brindando las garantías necesarias a las partes para la adecuada defensa de sus derechos. También deben de impulsar de oficio los procedimientos que la ley señale y ejercer la función tuitiva en los casos que la ley lo requiera. 
Los principios de supremacía constitucional y del proceso deben observarse en todo proceso judicial. En los procesos penales puede restringirse el acceso de los medios de comunicación y del público, a criterio de la Autoridad Judicial, sea de oficio o a petición de parte, por consideraciones de moralidad o de orden público”.
El  principio  establece  que  la  materia  de  prohibición  (hecho  o  cuadro fáctico) tiene que estar debidamente desarrollada en el texto legal, es decir descrita  de  forma  clara  y  concreta  con  el  objeto  de  fortalecer  la  certeza jurídica  (lex  estricta),  lo  cual  permite  rechazar  la  analogía  y  que  el  delito  y las consecuencias jurídicas deben de estar descritas en la ley (lex escrita). Este  principio  rechaza  la  costumbre  como  fuente  creadora  de  delitos,  y rechaza toda forma de negociar la tipificación
, la responsabilidad y el tipo
De pena fuera de la ley. Por otra parte, el principio de legalidad rompe con
toda posibilidad de tornar al  estado como un “Estado  Policíaco”, prohíbe, con gran acierto jurídico  y  político,  que  la  Administración  Pública  imponga  medidas  que impliquen  privación  de  libertad; esta facultad bajo un Estado Democrático y Social  de  Derecho  sólo  le  compete  al  juez  constitucional,  en  el  marco  de respeto  de  los  derechos  y  garantías  del  ciudadano. Es decir, que el principio de legalidad   ejerce una función de carácter político  y  técnico  jurídico.  La  primera,  se  manifiesta  a  través  del  Poder Legislativo,  Asamblea  Nacional  o  Parlamento;  lugar  en  donde  se  crean  y aprueban  las  leyes
  con  un  alto  grado  de  legitimidad  y  legalidad,  que  lo transforma  en  seguridad  Jurídica  para  nuestros  ciudadanos  al  descansar ahí la voluntad ciudadana. Y en segundo lugar, porque exige utilizar a los y las legisladoras   del   país   una   adecuada   tipificación   de   conductas   penales: taxativas y seguras.
 En  ese  sentido,  Luzón  Peña
   afirma  que  el  principio  de  legalidad sirve  para  evitar  el  ejercicio  arbitrario  e  ilimitado  del  poder  punitivo  estatal, entendiéndose  actualmente  como  un principio  fundamental  del  Derecho penal. Lo que  supone al mismo tiempo, un freno que decide acabar a toda costa
con la criminalidad movida por razones diferencista o resocializadores radicales y sacrifique las garantías mínimas de los ciudadanos, imponiendo sanciones no reguladas por la ley.

Dicho  precepto,  se  ha  venido  ampliando  hasta  abarcar  la  prevención de  los  estados peligrosos, las medidas de seguridad y consecuencias accesorias,  sirviendo,  como  garantía  político  Constitucional,  que  calza  en las  exigencias  que  establece  nuestro  Estado  social  de Derecho

El principio de legalidad también esta contemplado como garantía penal en el titulo preliminar del código penal vigente en su Arto 1 que establece; “Ninguna persona podrá ser condenada por una acción u omisión que no esté prevista como delito o falta por ley penal anterior a su realización. Las medidas de seguridad y las consecuencias accesorias sólo podrán aplicarse cuando concurran los presupuestos establecidos previamente por la ley. 

No será sancionado ningún delito o falta con pena, medida de seguridad o consecuencia accesoria que no se encuentre prevista por la ley anterior a su realización. 

No se podrán imponer, bajo ningún motivo o circunstancia, penas o consecuencias accesorias indeterminadas. 

Las leyes penales, en tanto fundamenten o agraven la responsabilidad penal, no se aplicarán a casos distintos de los comprendidos expresamente en ellas. 

Por ningún motivo la Administración Pública podrá imponer medidas o sanciones que impliquen privación de libertad”. 

El  principio  de  legalidad  por  ende,  posee  garantías  que  sirven  para dejar preceptuado quien es el órgano competente, quien efectúa el control y disposiciones   que   permite   aplicar   adecuadamente   la   ejecución   de   las ordenes o medidas que dicte o vaya a dictar una autoridad, siempre que el hecho lo amerite. Por tanto, en su dimensión política y técnica, este principio alcanza  la  categoría  de  garantía  ciudadana  frente  al  poder  punitivo  del Estado y se materializa en las siguientes formas tuteladoras y que se relaciona con el principio de la irretroactividad de la ley en materia penal.

Garantía   penal  o  principio  de  legalidad  penal  en  sentido  estricto
(nulla  poena  sine  lege): Es un principio consagrado positivamente en numerosos códigos penales en los Estados constitucionales, incluyéndose en la mayoría de las democracias modernas. Está relacionado con el principio "Nullum crimen, nulla poena sine praevia lege", de acuerdo al cual la ley penal no puede tener efecto retroactivo.

La misma supone que no  sólo  la  definición  del delito,  sino  también  la  previsión  de  la  pena  o  penas  para  el  mismo  ha  de efectuarla la ley
, es decir debidamente descritas y tipificadas por la misma norma jurídico penal. Por  ende,  no  podrá  imponerse  más
penas,  medidas  de  seguridad  o consecuencias accesorias; que las que la ley señale y determine. Siendo,  una  proclamación  constitucional y ordinaria
 que evita  imponer consecuencias jurídicas indeterminadas, en especial atención a las medidas de  seguridad. Erradicando  con  esto,  el  llamado  fraude  de  etiqueta  y reconoce  por  tanto,  el  carácter  privativo  de  derechos que también poseen determinadas  medidas,  lo  que  evita  exceder  del  límite  representado  por  la pena abstractamente aplicable al hecho cometido en donde, el juez debe precisar  la  duración  de  la  consecuencia  jurídica  que  se  va  a  aplicar  o  a imponer, pudiéndose quedar, según el caso, por debajo de la misma. 
Garantía  en  la  ejecución  o  principio  de  legalidad  en  la  ejecución
Con posterioridad a la formulación de la garantía  penal  se  ha  querido  entender  la  misma,  más  allá  de  la  previsión legal  abstracta  de  las  penas,  hasta  el  momento  en  que  éstas  llegan  a ejecutarse  o  cumplirse,  y  lo  mismo  se  ha  exigido  después  respecto  a  las medidas de seguridad. De modo que la ejecución penal o las medidas que se  vayan  a  realizar  o  imponer,  no  se  pueden  efectuar sino  a  como  lo establece   la   misma   normativa   procesal   penal
.  Ahora   bien,   aquí   el concepto de la ley se refleja en cuanto  a su sentido estricto y se usa en el sentido  amplio  de  la  ley  y/o  reglamentos
,  por  lo  que  hay  que  recurrir  a reglamentos  o  una  ley
que  desarrolle  la  ejecución  de  las  penas  y  las medidas de seguridad que se vayan a aplicar o se apliquen
, Por lo que dicha garantía es indispensable, porque de lo contrario no se podría ejecutar ninguna consecuencia jurídica si su ejecución roza con el marco  de  legalidad  existente  en  el  medio.  Por  ello,  resulta  encomiable que  la misma ley que regule la ejecución penal, así como del control judicial de la ejecución que evite el cumplimiento de consecuencias jurídicas más allá de la  duración  impuesta  en  la  sentencia  firme  o,  sencillamente,  sin  sujeción  a norma alguna
, lo que otorga a la   administración penitenciaria del país un principio  de  legalidad  penal que  sirve  de  reserva  únicamente  al  Poder Legislativo nicaragüense.

 El  Código Procesal Penal Nicaragüense; establece  la  figura  de  la  ejecución  de  Sentencia
 . Figura novedosa, ya que el juez que dicta la sentencia es distinto al judicial que  la  va  a  ejecutar,  todo  esto  es  producto  del  cambio  de  un  sistema inquisitivo  a  uno  acusatorio.  En  el  cual,  se  delimitan  las  funciones  a  los diferentes operadores del aparato judicial, como lo es la policía nacional y la fiscalía,  quienes  van  a  investigar  los  hechos  ilícitos  para  posteriormente interponer la respectiva acusación penal en los tribunales de justicia. Con un juez que va a juzgar los hechos de manera imparcial e independiente. Hay que  mencionar,  que  en  el  pasado  sistema  inquisitivo,  el  juez  investigaba, juzgaba  y  ejecutaba  las  sanciones  penales;  con  un  proceso  burocrático, despersonalizado secreto y violatorio a las garantías constitucionales
. Por  lo  que,  son  los  jueces de Ejecución de sentencias firmes y vigilancia penitenciarias  quienes  deben de velar por el real y efectivo cumplimiento de esta garantía
. Y el respeto a la dignidad  y los derechos humanos de los privados de libertad al momento en que se aplique la ejecución de alguna sanción penal
. Correlativamente, es un deber de nuestros poderes institucionales otorgar a nuestros órganos jurisdiccionales del país, los medios necesarios para ejercer dicho control.

Garantía  Jurisdiccional  o  garantía  judicial
:

 (nullum crimen, nulla poena sine judicio): Exige que el delito y la sanción penal  que se pretende imponer sean   determinadas   y   descritas   por   una   sentencia   judicial   debidamente fundamentada y motivada. Es decir, que la persona a la cual se le imputa el hecho  delictivo  solo  podría  ser  condenada,  si  ésta  es  llevada  a  un  juicio penal  que  goce  de  garantías  constitucionales  y  que la interpongan ante  el Órgano  judicial  competente  para  juzgarlo,  y  se  tutele  de  esta  manera nuestros derechos fundamentales (Juez Natural) 

Hay que recordar, que  el  principio  de  legalidad  penal  y  procesal  penal poseen como exigencia básica que solo la ley es la única que te define los delitos, su sanción penal, el proceso que esta conlleva y la persona a la cual se le atribuye el ilícito
 Con Tribunales de Justicia que sean creados por una ley anterior, para que haya una mejor administración de la Justicia nicaragüense
.

 Garantía  para  las  Medidas  de  Seguridad  (nulla  cautio  sine  lege): 
Esta Garantía es nueva en su conceptualización y práctica,   supone que la creación de las sanciones penales, con especial énfasis en las medidas de seguridad,  y  la  definición  de  sus  presupuestos  procesales,  como  estados peligrosos solo pueden formularse y estructurarse en la normativa, en la ley, con  un  procedimiento  garantista  y  tutelador  que  la  misma  norma  legal establece de una forma clara, precisa y concreta Además, el
principio de legalidad penal supone grandes repercusiones materiales que se llegan a desarrollar
en forma de prohibiciones, que se relacionan con el principio en estudio y  que son:

Prohibición  de  retroactividad  de  la  ley,  salvo  que  favorezca  al  reo:
Es  un  dictado  material  del  principio  de  legalidad,  otorgar  o  dar  seguridad jurídica como pilar que sustentan al derecho penal moderno a los ciudadanos nicaragüenses. Así  lo  entiende  nuestra  Carta  Magna
, en donde hay que destacar lo siguiente: Primero la irretroactividad  en  lo  favorable  al  reo  no  tiene  excepción  alguna.  Teniendo presente, que el hecho punible se ha efectuado en el momento en que tuvo lugar la acción u omisión, aunque el resultado se produjere en un momento distinto, es decir, que la ley debe ser previa a los hechos que se pretende sancionar, nunca podrá ser aplicada a sucesos anteriores a su promulgación
.  Lo  cual,  la  hace  regir  en  todo  caso
. Por tanto, cuando el reo  este  cumpliendo  la  condena,  se  procederá  a revisar  la  sentencia,  de oficio  o  a  petición  de  parte.  Hay  que  tener  bien  presente  al  momento  de decidir, cual es la ley que más le es favorable, comparándose los códigos o leyes en su integridad y sin aplicar normas de uno y de otro lado, pues ello representaría la creación   judicial de una nueva ley que tome en cuenta los efectos de comparación no solo de las penas o medidas de seguridad que se  imponen,  sino  también  la  relación  de  las  sanciones  de  que  se  hubiere hecho acreedor el condenado. Lo que hace dotar de seguridad jurídica a los ciudadanos y en segundo lugar, la determinación de la ley más favorable no plantea ningún inconveniente cuando la ley se  limita a despenalizar las conductas o cuando tipifica una consecuencia jurídica homogénea o menor a la anterior, con supuestos difíciles de predecir, por ello, el Código Procesal Penal Nicaragüense, ha optado por atribuir la facultad de decidir a tribunales de ejecución de sentencia y vigilancia penitenciaria previa audiencia con el reo.

Prohibición  de  analogía  en  contra  del  reo: 

 El principio de legalidad puede ser   vulnerado   en   su   aspecto   material   y   formal,   cuando   el   juez   aplica analógicamente  las  normas  penales.  De  ahí,  la  imperiosa  necesidad  de prohibir la misma y de interpretar extensiva la ley, ya que si se aplican el funcionario judicial incurre en responsabilidad de comisión por omisión por el incumplimiento de deberes y derechos. Una  novedad  que  posee  el  nuevo código penal   en  cuanto  a  esta  prohibición,  es que se puede aplicar las normas penales de manera analógica, pero cuando favorezca  al  reo  permitiendo  al  juez  no  solo  crear  las  eximentes analógicas previstas en la ley sino otorgar seguridad jurídica y determinación  de  las  leyes  a  la  persona  condenada.  Es  decir,  que  se vendría a aplicar la normativa penal a supuestos no contemplados, cuando ello   beneficia al condenado.   Evitando   con   esto,   supuestos   que   desfavorezcan   al imputado o condenado por algún delito.
Respeto a la dignidad humana.
 En el proceso penal toda persona debe ser tratada con el debido respeto a la dignidad inherente al ser humano, con protección de los derechos que de ella derivan y en condiciones de igualdad.
La  existencia  del  derecho,  en  especial  del  derecho  penal,  ha  estado íntimamente  relacionado  con  el  reconocimiento,  vigilancia  y  tutela  de  la dignidad  humana,  influenciada  según  Bloch,  quien  es  citado  por  Bustos Ramírez
,  por  el  derecho  natural,  que  le  otorga  al  hombre  su  condición igualitaria y libre, hecho a imagen y semejanza de Dios, tesis que la mayoría de  los  doctrinarios  modernos  sostienen  que  no  posee  ninguna  validez  por su carácter metafísico y existencial de la vida humana. Es decir, su carácter inmensamente abstracto, debido a que en dicha abstracción, la dignidad del ser humano resulta poco instrumental  para limitar al Estado en cada una de sus  intervenciones  y  más  aún,  al  partir  de  un  supuesto  axiomático,  muy difícil  de  realizar  en  la  realidad,  lo  que  permite  un  actuar  discrecional  de parte del Estado Por lo cual, se puede deducir que el contenido toral de  la justicia es el respeto,  vigilancia  y  tutela  de  la  dignidad  humana;  sobre  todo  al  aplicar normas jurídico penales, gira alrededor de dos grandes aristas: la libertad e igualdad. De lo contrario, estaríamos envueltos con un sistema autocrático, anárquico y dictatorial, sin respeto al ser humano como tal.
Esta exigencia  de  respetar  la  dignidad  humana,  es  sustancial  en  la conformación de todo Estado Democrático y Social de Derecho, que implica
La eliminación por completo de toda degradación, tortura
 y de la pena  de muerte;  aunque  se  aplique  con  medios  menos  dolorosos.  Debe por ende, enfatizarse  en  que  la  comisión  de  un  delito  no  implica  la  pérdida  de  sus derechos  y  garantías  inherentes  a  cada  Nicaragüense  como  persona,  ni muchos  menos,  el  derecho  penal  debe  ser  utilizado  para  imponer  alguna ideología  partidaria  o  política  determinada  o,  algo  que  va  en  contra  de nuestra voluntad. Por tanto, la dignidad del ser humano es un derecho fundamental y/o humano  que  se  vincula  a  diversos  valores  jurídicos  como  la  libertad  en sentido  amplio  de  la  palabra,  la  igualdad,  la  seguridad,  y  se  extiende  a  la aplicación  y  vigencia  de  todos  los  principios  limitadores y  constitucionales que posee el Estado a través de su poder coercitivo (“ius puniendi”). Es decir,  que  el  Estado,  en  especial  el  de  Nicaragua,  tiene  prohibido  imponer penas  o  medidas  inhumanas  y  denigrantes,  que  se  opongan  a  nuestras garantías  constitucionales,  en  especial  las  penas  corporales.  Ya  que  el espíritu  moderno  gira  en  el  proceso  de  Constitucionalización  Social  de  las normas  jurídicas y  así  hacer  cumplir  lo  preceptuado en  nuestra  Carta Magna, en donde la eficacia etiquetadora y estigmatizante de los antecedentes penales carecen de valor.
El  principio  de  dignidad;  vinculado  al  principio  de  humanidad  y  al  de proporcionalidad, aparece expresamente
  e implícitamente
 reconocido
En  nuestra  Norma  Fundamental. Por lo que, la dignidad del ser humano aparece como límite (formal y material) de la necesidad del Estado en cada una de sus intervenciones. Sin el  límite  de  la  necesidad  de  intervención  y  del  bien  jurídico  no  tendría sentido,  ya  que  tanto  la  necesidad  de  la  intervención  como  el  bien  jurídico se  podrían  construir  exclusivamente  en  torno  al  Estado,  con  la  cual  se socavarían  todos  los  principios garantías del  derecho  penal  moderno
. Por tal motivo, el bien jurídico que merece ser tutelado en una actividad del Estado   de   una   forma   punitivamente,   debe   de   respetarse   y   a   la   vez reconocer  los derechos  y  garantías  fundamentales  de  los  ciudadanos.
Derecho a la defensa.
 Todo imputado o acusado tiene derecho a la defensa material y técnica. Al efecto el Estado, a través de la Dirección de Defensores Públicos, garantiza la asesoría legal de un defensor público a las personas que no tengan capacidad económica para sufragar los gastos de un abogado particular. 

Si el acusado no designare abogado defensor le será designado un defensor público o de oficio, con arreglo al procedimiento establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial. En la misma forma se procederá en los casos de abandono, revocatoria, muerte, renuncia o excusa del defensor. 

Toda autoridad que intervenga en el proceso deberá velar para que el imputado conozca inmediatamente los derechos esenciales que le confiere el ordenamiento jurídico.

Principio de contradicción y defensa

Existe  en nuestro sistema penal un principio garantizador  básico que, si no se le da cumplimiento, las restantes garantías quedan en letra muerta o dejan de cumplir su función específica;  es el derecho intangible que tiene todo ciudadano a defenderse de los cargos que se le realicen en el curso de un proceso penal, cumpliendo un papel particular, por una parte actúa en forma conjunta con las demás garantías y por otra es la garantía que se torna operativa a todas las demás, por ello, el derecho de defensa no puede ser puesto en el mismo plano que las otras garantías procesales, la inviolabilidad del derecho de defensa es la garantía fundamental con la que cuenta el ciudadano, porque es el único que permite que las demás garantías tenga una vigencia concreta dentro del proceso penal.

Contradicción: Es un principio adoptado por la Constitución para que el legislador ordinario, en su verdadero destinatario garantice que en el proceso penal todas las partes podrán contribuir a conformar la sentencia que dicte el Juez.

Defensa: Este Derecho fundamental, más que principio, significa en sentido estricto, la posibilidad de las partes que tienen derecho a ser oídas, de conocer todo el material fáctico (actos de investigación), y jurídico (inculpación y exculpación) que pueda favorecerles y perjudicarles por ser de influencia en la sentencia que vaya a dictar el Juez.

El principio de contradicción y defensa puede formularse diciendo que consiste en “la facultad que debe concederse a las partes de ser oídas para que puedan alegar o demostrar sus pretensiones”. Responde al aforismo: “Nemo damnandus, nisi auditus, vel vocatus” que significa “nadie puede ser condenado sin ser oído o citado en juicio” o en su más correcta literalidad “nadie puede ser condenado sin habérsele dado la posibilidad de ser oído”.

Se trata de un principio íntimamente relacionado con el derecho de defensa, del que constituye su presupuesto, aunque no pueden ser confundidos. Para que las partes puedan debatir con eficacia todas las cuestiones de hecho y de derecho, resulta indispensable que hayan tenido la oportunidad de conocer los materiales que se incorporan en el proceso y, más especialmente, tratándose del acusado, que conozca la acusación que contra él se dirige. Por otra parte, también merece destacarse la denominada vertiente técnica del principio, es decir, la utilidad que la contradicción reporta para garantizar una aplicación más correcta de la ley y salvaguardar la imparcialidad judicial. 

Manuel Jaén Vallejo, en la obra Derechos Humanos y Jurisdicción Constitucional, dice respecto al principio de contradicción que aparte de la oralidad y la inmediación, inherente al derecho de defensa y por tanto al principio de “igualdad de armas”, procesales, el principio de contradicción es esencial en la práctica de la prueba, al permitir a la defensa contradecir la prueba de cargo, pudiendo acceder a cualquier prueba y alegar cuanto se considere oportuno al respecto, evidentemente con la legítima finalidad de poder influir sobre la decisión del juez, de forma que se favorezca a sus propios intereses. Garantiza pues, la posibilidad de la defensa de interrogar a los testigos, y demás personas que declaren ante el tribunal. 

Cualquier persona por el solo hecho de que se le impute la comisión de un hecho punible, está asistida por el derecho a la defensa en toda su plenitud, derecho que no debe tener limitaciones, solo a partir de una imputación formal, el imputado adquiere el carácter de sujeto procesal y el derecho a la defensa solamente puede ser ejercido por el sujeto procesal en cuanto tal y se velará durante las etapas el ejercicio de defensa siendo claramente constitucional. Teniendo también derecho a la defensa material que es el ejercicio del derecho de defensa por parte del propio imputado.

A este respecto, Manuel Jaén Vallejo, en la ya citada obra, Derechos Humanos y Jurisdicción Constitucional señala que para evitar toda indefensión, las partes contendientes deben poder gozar de la oportunidad de alegar y probar procesalmente sus derechos e intereses, es decir, debe facilitarse el necesario enfrentamiento dialectico entre aquellas.

El imputado tiene derecho a acceder a la información así como nunca puede ser obligado a declarar, el imputado deber ser asistido por un defensor, abogado, con su conocimiento de las leyes y del proceso.

El defensor técnico, como asistente del imputado tiene el derecho de participar autónomamente en todos los actos del proceso, su función principal consiste en sugerir elementos de prueba a la administración de justicia o a los fiscales, en participar de los actos donde se produce la prueba y controlar su desarrollo. En aquellos casos en que el imputado no tiene la posibilidad de nombrar un defensor de su confianza o a su propia elección, el estado debe procurárselo, con fundamento  en las razones enunciadas, se establece un verdadero servicio público, que consiste en la “defensa de oficio” o “defensa pública”.  El principio general es que el Juicio no puede resultar “sorpresivo” para el imputado. 

El cambio que experimenta Nicaragua del sistema inquisitivo al acusatorio se nota de manera especialmente incisiva en este derecho, pues en verdad en un proceso inquisitivo el acusado no tiene prácticamente derecho de nada, tampoco a defenderse, aunque formalmente aparezca este derecho consagrado en la ley, ya que la acusación se teje de manera secreta en su contra no teniendo obligación las autoridades públicas de persecución, de recoger pruebas exculpatorias cercenando además las posibilidades de actuación real del defensor
.
Contradicción y Defensa no son exclusivas del inculpado, pues también afectan al Ministerio Público y a la victima que se persone como acusador particular. Por eso, privarles del derecho a ser oídos es causarles indefensión y por tanto estaríamos ante una vulneración muy grave de un derecho individual fundamental. 

Lo que ocurre es que sus consecuencias son mucho más trascendentes para quien ocupe el lado pasivo del proceso penal, para el acusado o inculpado el derecho de defensa es su derecho más importante, tanto en su vertiente material, como técnica a cargo de un defensor. (Arto. 4 Código Procesal Penal Nicaragüense) Por ejemplo, en el proceso penal no basta con dar al inculpado o acusado la posibilidad de ser oído, sino que debe ser realmente oído. 

En Nicaragua no es posible celebrar un juicio si el acusado no está presente en él. Por eso, el Arto. 282, inc. 1 del Código Procesal Penal Nicaragüense; dispone expresamente que “el juicio se realizará con la presencia ininterrumpida… del acusado y su defensor”, y el Arto. 99 inc 1 del mismo código impide la celebración del juicio en rebeldía, si éste no se ha iniciado aún, (si es posible si el juicio ya ha iniciado),  pues en cambio y de acuerdo con el 282 inc. 2 del Código Procesal Penal Nicaragüense, el juicio puede celebrarse válidamente sin la presencia de la victima (o acusador particular). 
 

La inobservancia del principio de contradicción genera indefensión. Desde su estrecho nexo con la contradicción, se examina el derecho a la defensa, con los consecuentes inherentes a aquella “Nemo praesumitur nisi probetur” o  “iudex iudicet secundum allegata et probata partium”, debiendo destacar que, en sede procesal penal, implica además, otros aspectos que la sobrepasan como el “nemo tenetur edere contra se” o “nemo tentur se ipsum accusare” (nadie está obligado a declarar o a acusarse a sí mismo”, etc. 

El derecho de defensa tiene, en el enjuiciamiento penal, diversas manifestaciones, exigiendo así un diversificado análisis que abarca los extremos siguientes:

a. Desde el Punto de vista subjetivo, es predicable a todos los sujetos del proceso, tanto de los acusadores y de los acusados. Su esfera subjetiva surge del análisis del derecho de defensa en el marco de la contradicción, lo que implica, de una parte, que la oportunidad de contradecir o la posibilidad de formular alegaciones y de solicitar la práctica de los medios probatorios que se estimen más aptos para su acredita miento no puede reducirse al acusado y, de otra, que ha de contarse con la posibilidad normativa de compartir el ejercicio de la función pública de acusar con el Ministerio Público, y a todas las personas perjudicadas u ofendidas por el delito (acusador particular( Arto. 51. Inciso 3, 78 y 91 Código Procesal Penal Nicaragüense.
b. En segundo lugar el derecho de defensa exige en inmediata relación con el anterior, impedir que nadie pueda ser condenado en ausencia, o mejor dicho, que no pueda celebrarse juicio, sin la participación de todos los sujetos, para que de este modo, el órgano jurisdiccional pueda valorar los diversos elementos de cargo deducidos o deducibles por la acusación al igual, contingentemente que los de descargo oponibles por el acusado. Como ya se dijo, en el ordenamiento jurídico nicaragüense, no es admisible la celebración de un juicio, sin la participación del acusado, sin embargo, habiendo sido citado debidamente, su incomparecencia tendrá como resultado, la declaración de rebeldía.

c. Siendo titulares del derecho de defensa, todos los justiciables, sin embargo, no es un derecho que se imponga en contra de la voluntad del sujeto, al permitírsele la renuncia a la defensa, cuyo máximo exponente se encuentra en la renuncia al proceso. En el proceso penal nicaragüense esta renuncia se encuentra plasmado en la mediación previa y dentro del proceso, y en el acuerdo condicionado o no. 
 

d. Por otra parte, el derecho de defensa alude al de hacer uso de todos los medios lícitos para desvirtuar la presunción de inocencia y eventualmente, para destruir la acusación, lo que impone la necesidad de tener mayor conocimiento posible de todos los elementos fácticos y jurídicos que integran la imputación. A este tenor resultan relevantes el derecho a ser informado de acusación y el derecho a intérprete.

e. El derecho a no declarar contra sí mismo, “nemo tenetur edere contra se” o “nemo tenetur se ipsum accusare”, tiene como titular exclusivo al imputado o a aquella persona que, a resultas de la declaración, pudiere auto incriminarse. El derecho a guardar silencio o no confesarse culpable, constituye la garantía instrumental del genérico derecho de defensa al que presta cobertura en su manifestación pasiva, esto es, la que se ejerce precisamente con la inactividad del sujeto contra el que recae o puede recaer la imputación, quien, en consecuencia, puede optar por defenderse en el proceso en la forma que estime más conveniente para sus intereses, sin que en ningún caso pueda ser forzado o inducido, bajo constricción o compulsión alguna a declarar contra sí mismo o a confesarse culpable. Este derecho está expresamente recogido en el Arto. 34. Inciso 7 Constitución política Nicaragüense. Que reconoce el derecho de todo procesado a no declarar contra sí mismo, su cónyuge, o compañero en unión de hecho estable, o sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, ni a confesarse culpable. Igual condición se contempla en el Arto. 95. Inciso 12 Código Procesal Penal Nicaragüense, “A abstenerse de declarar y a no reconocerse culpable”.

El derecho a la última palabra, reflejado en el Arto. 314 y 332 Código Procesal Penal Nicaragüense, prevé que se lleve a cabo tras la práctica probatoria y la formulación de las alegaciones de todos los sujetos.

 PRINCIPIO IN DUBIO PRO REO.

En el momento de ponderar la prueba, hay un principio esencial es el principio en base al cual, en caso de duda hay que decidir a favor del acusado: in dubio pro reo.

En España este principio no tiene aplicación, pues por mucho tiempo ha quedado reducido a una simple regla de interpretación. Así lo afirma la sentencia del tribunal Supremo del 31 de enero  de 1983, en la que se afirmaba que el in dubio pro reo es un principio general del derecho, que no constituye un precepto legal de carácter sustantivo, dirigido al juzgador como norma de interpretación, para establecer que en aquellos casos en los que a pesar de haberse  realizado una actividad probatoria normal, la prueba hubiere dejado duda en el ánimo del juzgador sobre la existencia de la culpabilidad del acusado, deberá absolvérsele. Según esta línea jurisprudencial, este principio envuelve un problema subjetivo de valoración de la prueba que, por afectar de modo preponderante a la conciencia y apreciación del conjunto probatorio, no podía ser objeto de posterior revisión, punto de vista que hoy está superado por la doctrina jurisprudencial actual.

Contrario al anterior, hay un punto de vista que concibe el principio in dubio pro reo como un concepto bidimensional.

Según Bacigalupo, dicho principio tienen dos dimensiones: una normativa  y una fáctica.

La dimensión fáctica hace referencia al estado individual de duda de los jueces y por lo tanto debe quedar fuera de casación.

La dimensión normativa se manifiesta en la existencia de una norma que impone a los jueces la obligación de absolver cuando no se hayan podido convencer de la culpabilidad del acusado o de condenar por la hipótesis más favorable al mismo, por lo que en esta dimensión, como norma sustantiva -no simple norma interpretativa- que el tribunal debe observar en la aplicación de la ley penal, la infracción del principio in dubio pro reo, si debe dar lugar a la apelación en su caso, porque se deriva del derecho a la presunción de inocencia. 

De todos modos, este principio sólo debe referirse y aplicarse en lo que a la fijación de hechos se refiere, exclusivamente a cuestiones de hecho. No se debe utilizar pues, para aclarar cuestiones jurídicas que aparezcan como dudosas, para resolver cuestiones de derecho, con un alcance paralelo al anterior, más bien el principio “in dubio pro libértate” será el aplicable.

En el Código Procesal Penal de Nicaragua está reconocida aquella norma, formando parte de la presunción de inocencia, pero con autonomía propia, cuando el Arto. 2 luego de referirse a la presunción de inocencia añade: “cuando exista duda razonable sobre la culpabilidad del acusado, al dictarse sentencia o veredicto, procederá su absolución. 

Puede resultar problemática la cuestión de la eventual revisión (apelación o casación), de la convicción del tribunal de instancia con relación a la certeza asignada a la prueba ante él practicada. Desde luego, si el Juez o Tribunal han tenido dudas y, en consecuencia, no ha podido alcanzar la necesaria convicción en conciencia, no parece que ningún tribunal, en un posterior control a través de alguna de aquellas vías, pueda revisar su decisión. Y lo mismo si sucede lo contrario, esto es, que el tribunal haya quedado convencido respecto del sentido de una prueba que sólo él ha percibido directamente (dimensión fáctica del principio in dubio pro reo).

Ahora bien, el Juez o Tribunal tiene la obligación de absolver si no se ha podido convencer de la culpabilidad del acusado, o, en su caso, la obligación de condenar por la hipótesis más favorable al mismo y desde luego, difícilmente se habrá podido convencer de la culpabilidad del acusado, aunque haya sido condenado, si resulta que las declaraciones testificales solo expresan dudas o sospechas no verificadas
. En este caso, la vulneración de dicho principio será en consecuencia, el derecho fundamental a la presunción de inocencia.
 
GARANTÍA JURISDICCIONAL Y DE EJECUCIÓN
. 
No podrá ejecutarse pena ni medida de seguridad sino en virtud de sentencia firme dictada por los tribunales de justicia competentes, de acuerdo con las leyes procesales. 

Tampoco podrá ejecutarse pena ni medida de seguridad en otra forma que la prescrita por la ley y reglamentos que la desarrollan. La ejecución de la pena o de la medida de seguridad se realizará bajo el control de los jueces y tribunales competentes, de conformidad con la ley y su reglamento. 

Interpretación extensiva y aplicación analógica.
  
Se prohíbe en materia penal la interpretación extensiva y la aplicación analógica para: 

a) Crear delitos, faltas, circunstancias agravantes de la responsabilidad, sanciones o medidas de seguridad y consecuencias accesorias no previstas en la ley; 

b) Ampliar los límites de las condiciones legales que permitan la aplicación de una sanción, medida de seguridad y consecuencia accesoria; 

c) Ampliar los límites de las sanciones, medidas de seguridad y consecuencias accesorias previstas legalmente. 

Por el contrario, podrán aplicarse analógicamente los preceptos que favorezcan al reo. 

La teoría y la practica admiten de manera general y unánime que una consecuencia del principio de legalidad es la prohibición de la analogía; la analogía suele distinguirse de la interpretación extensiva; mientras esta importa a la aplicación mas amplia de la ley hasta donde lo considere el sentido literal de la misma, se entiende por analogía la aplicación de la ley a un caso similar.

Si bien es cierto que diversos juristas coinciden en que la prohibición analógica de la ley debe de estar siempre presente cuando una nueva ley entra en vigencia, es también notable que si esta nueva norma jurídica favorece al reo esta debe de aplicarse con el fin de encontrar un equilibrio social y jurídico entre el sistema penal y la sociedad en general.      

Un amplio consenso de diversos juristas  establece  que la prohibición de la analogía solo rige cuando se trata de la llamada analogía “in malam partem”, es decir, la que resulte extensiva de la punibilidad. La analogía “in bonam partem”, por el contrario estaría legitimada en la interpretación de la ley penal. La aplicación de la analogía nunca debe de vulnerar el cumplimiento de la condena de un reo, mas bien debería de favorecerlo para poder ser susceptible de su aplicación. Por tanto una interpretación que extendiera analógicamente las circunstancias atenuantes o excluyentes de la responsabilidad seria inobjetable.

Existen autores que consideran que se vulnera la prohibición analógica cuando el legislador recurre a una tipificación casuística acompañándola de la formula “y casos análogos” y “o casos similares”. En tales casos se trata de una cuestión que no se refiere a la aplicación técnica de la ley; si no al cumplimiento por parte del legislador del mandato de descripción precisa y exhaustiva del hecho punible.

CAPÍTULO TERCERO

Aspectos generales de los incidentes
Un incidente es, en derecho, una cuestión accesoria a un procedimiento judicial. Es un litigio accesorio con ocasión de un juicio, que normalmente versa sobre circunstancias de orden procesal
.

El juez o tribunal de la causa, para poder entrar a resolver el procedimiento principal, deberán ir decidiendo primero todos los incidentes que puedan surgir, y que pueden ser muy variados. Ejemplos de incidentes pueden ser:

· Recusación del juez.

· Impugnación de pruebas.

· Recusación de un testigo.

· Solicitud de aplazamiento de un proceso.

· Etc.

Resolución de incidentes 
Los incidentes se resuelven mediante autos o sentencias, que en este caso reciben el nombre de sentencias interlocutorias, dado que no resuelven el fondo del asunto principal, sino que deciden cuestiones accesorias concretas.

En el caso que nos ocupa en este estudio, los incidentes que se promueven en los juzgados de ejecución de sentencias, deben de resolverse de forma sumaria o sea de manera expedita, dado que la condena es un elemento accesorio del proceso penal y no trastoca el proceso principal o sea la culpabilidad del reo, los incidentes referidos a la aplicación del principio de irretroactividad deben de resolverse ágilmente, sin olvidar claro esta los requisitos, formas y demás características propias de los incidentes de ejecución.  

Concepto: 

La palabra incidente proviene de latín, incidens, incidentes, que suspende o interrumpe, de cederé, caer una cosa dentro de la otra. En general lo casual, improvisto o fortuito. En concepto peculiar jurídico pertenece al derecho procesal; donde el incidente constituye una cuestión distinta del juicio principal, que se ventila y promueve por separado, sin suspender el proceso principal y cuando lo suspende se le conoce como incidente previo. En consecuencia se entiende la cuestión o contestación que sobreviene entre los litigantes durante el curso de la acción principal

Los incidentes son toda cuestión accesoria al juicio que debe resolver el tribunal.

De manera General los incidentes pueden resolverse de dos maneras:

a). De Plano El tribunal resolverá sin audiencia de la contraparte, y se procederá así cada vez que el incidente no tenga conexión con la pretensión de las partes, o cuando es inoportuno o extemporáneo.

b). Previa Audiencia de las partes En todos los demás casos, es decir, en toda ocasión que el tribunal estime pertinente que deba pronunciarse sobre una situación accesoria.

La doctrina señala que sólo habrá incidente cuando existe audiencia de las partes, en los demás casos será sólo un trámite procesal

Requisitos:

1º Debe existir un proceso principal. 

2º Debe suscitarse una cuestión accesoria vinculada a la principal. 

3º Que la cuestión accesoria no sea de mero trámite. 

4º Se requiere pronunciamiento especial del tribunal.

Características: 

Se promueven, tramitan y fallan en el mismo tribunal que conoce la causa principal (principio de extensión). La ley establece una tramitación propia que puede ser general o especial según el tipo de incidente. Se puede suscitar en cualquier tipo de proceso. Se resuelve mediante una sentencia interlocutoria, siempre que establezca derechos permanentes para las partes o sirva de base para la resolución de una sentencia definitiva o interlocutoria, si no tiene este carácter será un simple auto.

Como todas las decisiones del juez, es posible recurrir en apelación e incluso en ocasiones en casación, formándose piezas separadas del procedimiento.

El objetivo de los incidentes es desembarazar la acción principal haciendo más fácil, rápido y eficiente el procedimiento.

En el caso particular de los incidentes promovidos y tramitados en los juzgados de ejecución de sentencias de nuestro país, estos están regulados por el Código Procesal Penal Nicaragüense en los Artos. 404 y siguientes; en donde la tramitación de estos se ceñirá a lo establecido en estos artículos o sea que es una tramitación especial en donde el juez de ejecución deberá de resolver el incidente basado en lo que el juez de juicio oral y público condeno; pudiendo emitir un acto resolutorio que este basado tanto en los considerandos de la sentencia del juez de juicio; como en los elementos y hechos que se presenten durante la ejecución de la pena; que en el mejor de los casos pueden resultar con la ex carcelacion del reo. 

Actos susceptibles de incidentes en los juzgados de ejecución:

En cuanto al quantum de la condena que debe cumplirse:

El propio computo o tasación de la condena, según se trate, de pena privativa de libertad, medida de seguridad, pena pecuniaria o de las eventuales consecuencias accesorias de las mismas.

El referido a la unificación de penas, ya sea que estas se produzcan antes del comienzo de la ejecución o durante el desarrollo de la misma.

El de los casos que se presentan por una mala operación, al computar los días de trabajo prestados durante el proceso de ejecución.

 En todos estos casos la vía incidental versara básicamente, sobre errores aritméticos, que se pudieron  haber cometido en el establecimiento del computo definitivo, pues debe de tenerse en cuenta que ninguna de las penas, medidas de seguridad o consecuencias accesorias acordadas deben de sobrepasar  el límite máximo establecido por la legislación por el tipo de sanción aplicada, la pena privativa de libertad
.

También se puede recurrir incidentalmente contra las disposiciones internas del sistema penitenciario, sobre todo, las que resuelven aplicar normas disciplinarias atingentes al orden regimental. Otra circunstancia que puede dar lugar a la vía incidental, son las que sobrevienen  al estado de salud del condenado, la demencia sobrevenida, la  adicción o drogodependencia y padecimiento de enfermedades incurables, entre otras.

Incidente de nulidad: en lo relativo a la invalidez de las actuaciones o de algunas providencias, por efecto legal en la forma. Este incidente debe de plantearse en las audiencias orales de manera directa. En esta el tribunal oirá el acto incidentado y resolverá en la misma audiencia. Fuera de la audiencia deberá de plantearse por escrito, solicitando la convocatoria de audiencia pública para resolver el incidente. 

LEGITIMADOS PARA INTERPONER INCIDENTES EN LOS JUZGADOS DE EJECUCION DE SENTENCIA Y VIGILANCIA PENITENCIARIA.

Las personas e instituciones legitimadas por ley para interponer incidentes en los juzgados de ejecución de sentencia y vigilancia penitenciaria están estipuladas taxativamente en el Arto. 404  y el Arto. 102 CPP que indican lo siguiente:

Incidentes de ejecución. El Ministerio Público, el acusador particular, el querellante, el condenado o su defensor podrán plantear ante el competente Juez de Ejecución de la pena incidentes relativos a la ejecución, sustitución, modificación o extinción de la pena o de las medidas de seguridad. 

Cuando el imputado esté privado de su libertad, cualquier persona de su confianza puede proponer, oralmente o por escrito, ante la autoridad competente la designación del defensor, la que deberá ser comunicada al imputado de inmediato.

Siendo que el proceso de de ejecución no es, ni mucho menos un proceso unilateral llevado a cabo por el juez de ejecución en contra del condenado, si no que se trata de un proceso dinámico, en el que convergen los intereses de la víctima, del condenado, del Ministerio público, de la institución penitenciaria según sea el caso y los intereses de la justicia, representada por el juez de ejecución, es de suma importancia hacer referencia al papel que desarrollan cada una de estas partes en la ejecución.

· La Victima

Intervención de la víctima. De acuerdo con la Constitución Política de la República, la ofendida víctima de delito tiene el derecho a ser tenido como parte en el proceso penal desde su inicio y en todas sus instancias, derecho que está limitado por los derechos de los demás, por la seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común
. 

De acuerdo a la base del Arto 9 de  CPP, las victimas tiene derecho de ser tenidas como parte durante todo el proceso penal, esto incluye, tener a las víctimas como partes intervinientes en los incidentes promovidos en los juzgados de ejecución de sentencias; esto se realiza con el objetivo de no afectar a las victimas con las resoluciones posibles; ya que actos resolutorios que se dictan no tomándolas en cuenta, pueden revictimizarlas, haciendo que la justicia no cumpla con un un objetivo tan importante como es el equilibrio jurídico de la sociedad; sin embargo los jueces de ejecución deben de dictar prohibiciones que deben de cumplir los beneficiados con la aplicación del principió de la irretroactividad de la ley, que garanticen la no afectación de las víctimas; prohibiciones que dependerán de las características y comportamiento del beneficiados, pero que no afecten tanto directa como indirectamente a las víctimas
.
· El Ministerio Publico

Aunque la Ley Orgánica del Ministerio Público (LOM) no concede expresamente facultades para participación en el proceso de ejecución, se infiere por algunas disposiciones del código procesal penal (Arto 404), que el Ministerio público ha de ser considerado como parte, así como representantes de la o las victimas y la sociedad que tengan que ver con el caso. Debe ser responsabilidad del Ministerio publico velar por el estricto cumplimiento de la sentencia condenatoria obtenida, como representante del interés público y social debe de tener conocimiento y dársele intervención en todas las diligencias de ejecución que se realicen; incluidos los incidentes que busquen o soliciten beneficios retroactivos a favor de un reo, o sea aquellos que como interés legitimo del condenado, pretendan modificar o sustituir la  sanción impuesta

· El condenado

En atención al carácter personal, el condenado ocupa un lugar pasivo en el proceso de ejecución; al condenado ha de asistirle un todo momento el derecho a la defensa, en ese sentido este puede remitirse a lo establecido en el Arto. 402 Código Procesal Penal Nicaragüense; “el condenado durante la ejecución de la sentencia podrá ejercer los derechos y las facultades que le otorga la ley, la constitución política, tratados y convenios internacionales que en materia de  derechos humanos hayan sido ratificados por Nicaragua, las leyes penales, penitenciarias y reglamentos; pudiendo plantear ante el juez de ejecución las observaciones e incidencias que estime convenientes, puesto que como consecuencias del principio de legalidad; los incidentes versaran sobre lo establecido en la ley y tratados que pretendan beneficios retroactivos
”.  

· Autoridades y funcionarios del sistema penitenciario

Otras partes que participan en el proceso de ejecución de sentencia; las constituyen las autoridades y funcionarios del sistema penitenciario. A ellos les corresponde la aplicación del tratamiento penitenciario de aquellas personas que hayan sido condenadas a una pena privativa de libertad; desde el momento en que el condenado ingresa a una institución penitenciaria inicia una relación jurídica que tiene características particulares y que en doctrina y jurisprudencia se le ha dado en llamar “relación especial de sujeción”.

De este régimen especial se derivan la asignación de  determinados derechos y obligaciones en las partes del proceso ejecutivo para la consecuencia de los fines de la pena (la resocialización). Los internos y su relación con la administración penitenciaria en ningún caso podrán ser sometidos a torturas, malos tratos de palabras o de obra, ni ser objeto de un rigor innecesario en la aplicación de las normas internas. Sin perjuicio de las medidas exigidas para la ordenada vida en prisión, debe garantizarse su derecho a que se preserve su dignidad, así como también su intimidad, el ejercicio de los derechos civiles, políticos, sociales, económicos y culturales, al tratamiento penitenciario y a los demás beneficios penitenciarios previstos en la legislación
.

· Juez de ejecución

Una última parte en la ejecución penal es, como ya se ha adelantado, la autoridad jurisdiccional encargada de vigilar y controlar la ejecución de penas sea en estas privativas de libertad o no; me refiero al juez de ejecución de sentencia y vigilancia penitenciaria. La competencia del juez de ejecución así como sus atribuciones se encuentran expresamente señaladas en el código procesal penal
; así mientras el juez de sentencia le corresponde la fijación de la pena, el tipo de pena, quantum de la misma y su duración, así como las reglas de las medidas de seguridad que pudieran proceder, al juez de ejecución le corresponde la vigilancia y control efectivo del cumplimiento de lo establecido por el juez de sentencia.

Corresponde entonces, a os jueces de ejecución, entre otras facultades detalladas en el Arto. 407 Código Procesal Penal Nicaragüense; la decisión fundada de mantener, sustituir, modificar o hacer cesar las pena y las medidas de seguridad impuestas, así como las condiciones de su cumplimiento; visitar los centros de reclusión, por lo menos una vez al mes, con el fin de constatar el respeto de los derechos fundamentales y penitenciarios de los internos, y ordenar las medidas correctivas que se estimen convenientes; resolver los incidentes y recursos que ante él se promuevan, aprobar las sanciones de ubicación en celdas de aislamiento, así como dar seguimiento a las penas privativas de libertad, asiendo comparecer si es necesario a los reclusos o los funcionarios del sistema penitenciario nacional.

CONDICIONES ESENCIALES PARA PROMOVER LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY EN EL NUEVO CÓDIGO PENAL NICARAGÜENSE A FAVOR DE UN PRIVADO DE LIBERTAD EN LOS JUZGADOS DE EJECUCION DE SENTENCIA Y VIGILANCIA PENITENCIARIA.

Para que una persona o institución pueda interponer un incidente en el cual se recurra a los  beneficios que otorga la aplicación de la retroactividad de la ley a favor de un condenado o reo; la sentencia debe de estar firme por el juzgado de juicio; e inclusive por el tribunal de apelación correspondiente si este fuese el caso. El incidente debe de fundamentar tanto jurídica como técnicamente el acto recurrido, planteando de manera clara y concisa la fundamentación en la que se asienta su petición, dicha fundamentación deberá de versar solamente sobre artículos, reglamentos, acuerdos, etc. que contengan beneficios retroactivos a favor del indiciado; no debe de versar sobre hechos o datos ya abordados en la competencia del juez de juicio, ya que el juez de ejecución no posee la competencia ni capacidad de declarar culpabilidad o inocencia de un individuo; solo posee las funciones y competencias estipuladas en el Arto. 404 y ss. Del Código Procesal Penal Nicaragüense; por tanto para que un incidente promovido en el juzgado de ejecución de sentencia y vigilancia penitenciaria a favor de una persona condenada en juicio anterior prospere; deberá cumplir con lo siguiente:   

Que la sentencia condenatoria este firme: La sentencia debe de estar firme ya sea por el juzgado de juicio o  por el tribunal de apelación si lo hubo; para que el juez de ejecución solo le importe lo relacionado a la ejecución, modificación o sustitución de la condena y no hechos o actos que no tengan que ver con su competencia.

De forma previa a cualquier proceso de ejecución debe de constatarse que la sentencia condenatoria, haya quedado firme; es decir,  que ya no admite otro recurso (con la salvedad de que el condenado puede hacer uso del recurso extraordinario de revisión; lo que no afecta la ejecución de la condena, excepto cuando el tribunal así lo disponga
 ). Las sentencias absolutorias, en cambio, con excepción de las debidas a inimputabilidad en las que persiste un estado peligroso y que dan lugar a la imposición de medidas de seguridad, no abren el procedimiento de ejecución. A partir de la firmeza de la sentencia, el juez o tribunal ordenará las comunicaciones e inscripciones correspondientes  y dispondrá las medidas  necesarias para el cumplimiento de sus efectos
; es a partir de ese momento cuando podemos decir que inicia el proceso de ejecución de la sentencia penal; no en vano nuestro código penal señala la imposibilidad de ejecutar pena alguna si no es “en virtud de sentencia ejecutoriada”
.

El hecho de que una sentencia haya quedado firme dando lugar al inicio de la ejecución, no es motivo suficiente para afirmar, mas allá del desvanecimiento de la presunción de inocencia que conlleva la obligatoriedad del cumplimiento de la pena impuesta, que el condenado esté privado de los derechos civiles, sociales, económicos  y culturales propios de la persona, ya que estos solo pueden restringirse cuando sean incompatibles al cumplimiento de la condena y así lo haya determinado el juez en su sentencia, máxime si se tiene en cuenta que en nuestra legislación las penas tienen un carácter reeducativo de reinserción social
, y consecuentemente todo aquello que contradiga este principio general puede ser objeto de recurso por la persona afectada
.

Que el acto recurrido no viole el principio de legalidad. La ley penal tiene una función decisiva en la garantía de la libertad. Esa función suele expresarse en la máxima “nullun crimen, nulla poena sine lege”. Es decir que si no existe una ley que lo haya declarado previamente punible, ningún  hecho puede merecer una pena en materia de derecho penal.

El principio de legalidad impone sus exigencias no solo al juez que aplica la ley, sino también al parlamento que la dicta. En otras palabras: del principio de legalidad surgen consecuencias tanto para quien ha dictado la ley como para quien deba aplicarla
.

El principio de legalidad también establece una importante prohibición que es la Retroactividad de la ley en prejuicio del reo. El principio de legalidad prohíbe una aplicación retroactiva. En la práctica esta consecuencia del principio de legalidad conduce a problemas de los límites de la ley penal. Concretamente se discute si las disposiciones referentes a la prescripción están amparadas por la prohibición de la aplicación retroactiva o si queda fuera de esta. En principio la prohibición de la irretroactividad de la ley solo requiere la existencia de una ley previa y su aplicación no solo alcanza a las penas si no también a las medidas de seguridad
. 

De tal manera que al momento de promover un incidente con beneficios retroactivos a favor de un sujeto, este debe estar revestido de legalidad, para que de esta manera el juez de ejecución pueda emitir un acto resolutorio que contenga la esencia de la legalidad de la aplicación del beneficio retroactivo; consecuencia directa de la irretroactividad. Un juez de ejecución no puede violar el principio de legalidad, no puede crear delitos en ley anterior y beneficiar con ley vigente; estaría en todo caso realizando el trabajo de un legislador; que son quienes crean y modifican leyes en Nicaragua; cuando su función principal como todo juez es administrar justicia y ceñirse a las leyes vigentes.

Que la persona o institución que interponga el incidente, este legitimado para hacerlo.

De acuerdo al Arto 362, primer párrafo, del Código Procesal Penal Nicaragüense la legitimación en el proceso penal está dada de la siguiente manera: Legitimación. Podrán recurrir en contra de las decisiones judiciales las partes que se consideren agraviadas y a quienes la ley reconozca expresamente este derecho. Cuando la ley no distinga, tal derecho corresponderá a todos.

En el proceso de ejecución de sentencia establece de una manera más tacita quienes están legitimados para interponer los incidentes que persigan efectos retroactivos favorables a los reos o condenados; estas personas o instituciones son: El ministerio público, el acusador particular, el querellante, el condenado y el defensor
. El juez de ejecución está obligado a admitir los incidentes recepcionados provenientes de los legitimados para hacerlo.
Cabe hacer destacar que si entra en vigencia una nueva norma penal durante se esté procesando a un sospechoso o indiciado, esta nueva norma le será aplicada al procesado (incidente previo a la condena); pudiendo el juez de juicio aplicar la nueva norma  en todo lo que se refiera al nuevo tipo penal y juzgando las pruebas con el nuevo orden penal.  

INCIDENTES QUE PUEDEN PROMOVERSE EN LOS JUZGADOS DE EJECUCION DE SETENCIAS Y VIGILANCIA PENITENCIARIA.

El incidente de rectificación de sentencia; es el incidente por excelencia que debe de promoverse en el juzgado de ejecución de sentencia y vigilancia penitenciaria, para solicitar la aplicación del principio de irretroactividad de la ley. Producto del acto resolutorio fundado que emita el juez de ejecución de manera favorable; se derivaran algunos efectos retroactivos a favor del reo, tanto en el tiempo de ejecución de la pena como en la forma; teniendo en cuenta que la mejor solución para un reo es que el acto resolutorio le sea favorable extinguiendo la pena y ordenando su libertad.  Se rectificara sobre la base de la sentencia del juez de juicio. 

Sin embargo se pueden promover otros incidentes en el juzgado de ejecución de sentencia; a continuación se detallan los más comunes promovidos por las partes; teniendo en cuenta que el incidente de suspensión de ejecución de pena y el incidente de libertad condicional son considerados como efectos de la aplicación del principio de irretroactividad de la ley; a continuación el detalle: 

Incidente de suspensión de ejecución de pena.

Los jueces o tribunales sentenciadores podrán dejar en suspenso la ejecución de las penas privativas de libertad de hasta cinco años mediante resolución motivada; para ello atenderán fundamentalmente a la peligrosidad criminal del sujeto. 

El plazo de suspensión será por un período de prueba de dos a cinco años para las penas privativas de libertad de hasta cinco años, y de tres meses a dos años para las penas leves y se fijará por los jueces o tribunales, previa audiencia a las partes, atendidas las circunstancias personales del delincuente, las características del hecho y la duración de la pena. 

La suspensión de la ejecución de la pena no será extensiva a la responsabilidad civil derivada del delito o falta penados. 

Los jueces y tribunales sentenciadores podrán otorgar la suspensión de la pena de prisión impuesta sin sujeción a requisito alguno en el caso de que el penado esté aquejado de una enfermedad muy grave con padecimientos incurables, salvo que en el momento de la comisión del delito tuviera ya otra pena suspendida por el mismo motivo

Incidente de libertad condicional.

Se establece la libertad condicional en las penas de prisión que excedan los cinco años, para aquellos sentenciados en quienes concurran las circunstancias siguientes: 

Que hayan cumplido las dos terceras partes de la condena impuesta; que hayan observado buena conducta, y exista, respecto de los mismos, un pronóstico individualizado y favorable de reinserción social, emitido por las autoridades penitenciarias. 

El período de prueba para la libertad condicional comprenderá el tiempo que falte para el cumplimiento de la condena, y durante el mismo el condenado estará sujeto a la vigilancia de la autoridad, que obligará al penado a presentarse personalmente de manera periódica. 

Si durante el período de prueba el condenado cometiere un nuevo delito o violare los deberes que se le hayan impuesto, se le revocará la libertad condicional y se le hará efectivo el resto de la pena que haya dejado de cumplir

Incidente de enfermedad. 

Enfermedad del condenado. Si durante la ejecución de la pena privativa de libertad, el condenado sufre alguna enfermedad que no pueda ser atendida adecuadamente en la cárcel que ponga en grave riesgo su salud o su vida, el juez de ejecución de la pena dispondrá, previo los informes médicos forenses que sean necesarios, la internación del enfermo en un establecimiento adecuado y ordenará las medidas necesarias para evitar la fuga. 

Si se trata de alteración psíquica, perturbación o alteración de la percepción del condenado, el Juez de Ejecución, luego de los informes médicos forenses que sean necesarios, dispondrá el traslado a un centro especializado de atención.

Las autoridades del establecimiento penitenciario tendrán iguales facultades, cuando se trate de casos urgentes; pero la medida deberá ser comunicada de inmediato al juez de ejecución, quien podrá confirmarla o revocarla. Estas reglas son aplicables a la prisión preventiva en relación con el tribunal que conozca del proceso, y a las restantes penas en cuanto sean susceptibles de ser suspendidas por enfermedad.

El tiempo de internación se computará a los fines de la pena siempre que el condenado esté privado de libertad
.

Incidente de ejecución diferida.

 Ejecución diferida. El Juez de Ejecución de la pena podrá suspender el cumplimiento de la pena privativa de libertad, en los siguientes casos: 

1. Cuando deba cumplirla una mujer en estado de embarazo o con un hijo menor de un año de edad, y,

2. Si el condenado se encuentra gravemente enfermo, o padece de enfermedad crónica grave y la ejecución de la pena pone en peligro su vida, según dictamen médico forense. 

Cuando cesen estas condiciones, la sentencia continuará ejecutándose
.

Incidente de unificación de penas.

Unificación de penas. Cuando se hayan dictado varias sentencias de condena contra una misma persona o cuando después de una condena firme se deba juzgar a la misma persona por otro hecho anterior o posterior a la condena, un solo juez unificará las penas, según corresponda. 

La unificación de penas será efectuada por el juez que impuso la última de ellas observando lo dispuesto en la Constitución Política. De su decisión deberá informar a los jueces que impusieron las condenas previas y al Juez de Ejecución competente
.

Incidente de queja contra las autoridades del sistema penitenciario nacional

Los Jueces de Ejecución ejercerán las siguientes atribuciones: 

Resolver, con aplicación del procedimiento previsto para los incidentes de ejecución, las peticiones o quejas que los internos formulen en relación con el régimen y el tratamiento penitenciario en cuanto afecten sus derechos
.

Este tipo de incidente es promovido por los internos; a menudo lo realizan de manera directa, haciéndole saber al juez de ejecución por cualquier medio que encuentren, su inconformidad para con el trato que se les brinda en el penal, en la mayoría de los casos este incidente no tiene el fundamento adecuado ya que los internos desean recuperar la libertad a costa de cualquier queja o circunstancia que según ellos les beneficiara; por tal motivo el juez de ejecución debe de visitar los penales al menos una vez al mes, constatando de esta manera in situ la veracidad o falsedad de lo expresado por los internos.

La ley 473 de Régimen de vigilancia penitenciaria y ejecución de pena Nicaragüense establece derechos de los internos (privados de libertad); en el Arto 95 de dicha ley los incisos 1,2,3,4 y 5 versan de la siguiente manera:
1. Al respeto de su dignidad en cualquier circunstancia, por lo que las autoridades y funcionarios de
la  administración  del  Sistema  Penitenciario  Nacional  deben  mantener  una  relación  de  estricto respeto y un trato adecuado; así como a la práctica de la libre expresión de pensamiento, conciencia y credo religioso;
2.  A  ser  asesorado  jurídicamente  por  un  profesional  del  derecho  y  tener  acceso  a  la  justicia  y garantía sobre su seguridad personal, así como a recibir de parte de la administración penitenciaria, el cuido y resguardo de su seguridad física, personal, moral, educación y recreación;

3. A tener libre acceso para con su defensor y a comunicarse privadamente con él;

4. A ser asesorado jurídicamente por un profesional del derecho y tener acceso a la justicia y recibir información escrita sobre su situación procesal y penitenciaria;
5. A ser informado para conocer de los reglamentos y las demás disposiciones de carácter general emitidas por las autoridades competentes que regulen la ejecución de las penas
.
Así también otro Articulo de la Ley de régimen Penitenciario y ejecucion de pena que esta relacionado con el juez de ejecución de sentencias y los derechos de los internos es el Artículo 104 que versa lo siguiente:

Corrección y aplicación de sanciones al interno.
“Los  privados  de  libertad  deben  ser  corregidos  disciplinariamente  de  acuerdo  a  los  casos  que  se determinen  reglamentariamente,  debiendo  aplicárseles las sanciones que expresamente se detallan en la presente Ley y su Reglamento, estas correcciones las determina el equipo interdisciplinario.
Contra toda medida correctiva o sanción disciplinaria que se aplique a un privado de libertad, cabe el recurso, por parte del interno, ante el juez de ejecución de la pena”.
ADMISIBILIDAD DEL INCIDENTE RELATIVO AL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY EN EL NUEVO CÓDIGO PENAL NICARAGÜENSE.

Todo incidente relativo al principio de irretroactividad de la ley, que solicita como beneficio penal la retroactividad de la norma jurídica favorable al reo;  es admisible; admisibilidad no significa que el acto resolutorio sea favorable ni mucho menos que se determine el “No ha lugar”, simplemente se admite si se realiza de la manera adecuada cumpliendo con lo establecido en el procedimiento penal nicaragüense. Ningún incidente promovido ante un  juez de ejecución puede ser rechazado; salvo que este sea promovido por un sujeto que no sea parte del proceso penal, entiéndase; El ministerio público, El acusador particular, El querellante, El condenado o El defensor, como partes actoras del proceso
; o que verse sobre asuntos no relacionados a  condenados o reos.

TRAMITE PARA PROMOVER EL INCIDENTE DE RECTIFICACION DE SENTENCIA EN EL JUZGADO DE EJECUCION DE SENTENCIA Y VIGILANCIA PENITENCIARIA.
Cuando se establecieron las disposiciones transitorias del código penal vigente, el legislador no estableció un nuevo procedimiento para el trámite del incidente de rectificación de sentencia; por tanto los jueces de ejecución de sentencia deben de ceñirse a lo establecido el  Arto. 404 del CPP, que a continuación se detalla: 

Los Incidentes promovidos en los juzgados de ejecución de sentencia y vigilancia penitenciaria deberán ser resueltos dentro del plazo de cinco días, previa audiencia a los demás intervinientes. Si fuera necesario incorporar elementos de prueba, el Juez de Ejecución, aun de oficio, ordenará una investigación sumaria, después de la cual decidirá. 

Los incidentes relativos a la libertad anticipada y aquellos en los cuales, por su importancia, el Juez de Ejecución de la pena lo estime necesario, serán resueltos en audiencia oral citando a los testigos y peritos que deben informar durante el debate. 

El Juez de Ejecución decidirá por auto fundado. Contra lo resuelto, procede recurso de apelación ante la Sala Penal del Tribunal de Apelación en cuya competencia territorial ejerza sus funciones el Juez de Ejecución correspondiente; la interposición del recurso de apelación no suspenderá la ejecución de la pena.

Hay que mencionar que la orden de una investigación sumaria, a la que hace referencia este articulo en su primer párrafo; se debe a que la investigación será expedita, por la oralidad y celeridad del proceso.
EFECTOS JURÍDICOS QUE RESULTAN DE LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY EN EL NUEVO CÓDIGO PENAL NICARAGÜENSE.

En principio el efecto jurídico principal que se deriva de una resolución favorable a  un incidente que contenga efectos retroactivos favorables al reo o procesado promovido ante juez de ejecución; es la modificación de la pena para con el condenado o en su defecto la aplicación de la nueva norma penal para el procesado. Las nuevas penas pueden ser aplicadas solo si favorecen al reo; estas penas  solo serán modificadas solo si las sentencias condenatorias están firmes.

En las modificaciones que se le realicen a la pena; previa audiencia de las partes interesadas, el juez de ejecución considerara todos los aspectos necesarios que fundamenten el acto resolutorio; modificaciones que pueden ir desde las libertad condicional hasta la extinción de la pena.

DE LA APELACION DEL INCIDENTE

Lo resuelto por el juez de ejecución en la forma que se ha indicado, es susceptible de apelación; la que se admitirá en un solo efecto, entre la sala penal del tribunal de apelación de la circunscripción respectiva
. 

El incidente de rectificación de sentencia será apelable de acuerdo al Arto 376 CPP; inciso cuarto que expresa lo siguiente:

“Los que pongan fin a la pena o a una medida de seguridad, imposibiliten que ellas continúen, impidan el ejercicio de la acción, o denieguen la extinción, conmutación o suspensión de la pena”

El procedimiento de la apelación del incidente de rectificación de sentencia debe de ceñirse a lo expresado en los artículos 375 Código Procesal Penal Nicaragüense y siguientes; que es donde se establece todo lo relativo a la apelación de autos y sentencias. Resumiendo este procedimiento el apelante dispone de tres días para interponer apelación y expresar agravios en el mismo escrito; mandando a oír a la parte contraria; remitiendo copias de todo lo actuado al tribunal de apelación.
CAPÍTULO CUARTO

Análisis estadístico de incidentes con beneficios retroactivos resueltos en el Juzgado de ejecución de sentencia y vigilancia penitenciaria de Carazo, en el último semestre del año 2008
En este capítulo se analiza la distribución de los incidentes relativos a la aplicación de la  irretroactividad de la ley; promovidos en el juzgado de ejecución de sentencia y vigilancia penitenciaria del departamento de Carazo; en el periodo comprendido; desde el mes de agosto del año 2008 hasta el mes de Diciembre del mismo año. Se selecciono este periodo ya que el actual código penal, entro en vigencia en el mes de Junio del año 2008 y uno o dos meses después de entrar en vigencia, comenzaron a resolverse los incidentes de modificación de sentencia en casi todo el país y en especial en Carazo que es el caso que ocupa la atención de este capítulo, notándose que fue en este periodo en que se promovió la mayor cantidad de incidentes que conllevan pedimentos retroactivos a favor de los condenados o privados de libertad.   

El análisis de los datos obtenidos del archivo del juzgado de ejecución de sentencia y vigilancia penitenciaria del departamento de Carazo; se mostrara de manera grafica con su respectivo comentario jurídico referente a la retroactividad; este análisis será mostrado de acuerdo las características propias en que se desarrollaron los incidentes; que pueden ser por delito, por sexo, por mes, etc.

A continuación el análisis; iniciando con la cantidad de incidentes retroactivos promovidos en el periodo seleccionado.
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Grafico # 1
Como podemos observar en este grafico de barras, el comportamiento de los incidentes promovidos en el juzgado de ejecución en estudio, fue variable, teniendo los meses de Agosto y Diciembre la mayor cantidad de incidentes promovidos; esta característica se debió a dos factores importantes; en primer lugar se debe de tener en cuenta que nuestro código penal entro en vigencia el 08 de Junio del año 2008; y al entrar en vigencia muchos actores del proceso penal; tales como los abogados defensores, los condenados y algunos familiares de reos, comenzaron a promover incidentes de modificación de sentencias; esto porque algunos delitos penados por el código penal del año 1974, fueron modificados con penas menores y en el mejor de los casos algunos reos ya habían cumplido la condena, evaluados con el  código penal vigente; otro factor que hay que hacer notar es que en el mes de Diciembre también la interposición de incidentes se incremento y esto se debió a que en este mes las festividades de fin de año tienen su efecto en todos los aspectos de las familias Nicaragüenses y los familiares de los condenados se ven impulsados a promover mas incidentes de modificación de sentencias a través de sus abogados, albergando la posibilidad de tener a su familiar que esta condenado, libre o conformarse con la reducción de pena. 
Los efectos retroactivos derivados de los incidentes de modificación de sentencias pueden darse de dos maneras; uno con la modificación de la pena favorable al reo, quedando este cumpliendo una condena menor a la estipulada en la sentencia del juicio oral y público desarrollado con anterioridad y la otra forma es la que la mayoría de los reos espera; que es la extinción de la pena; producto de la aplicación de la retroactividad favorable al reo.  
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Grafico # 2
Otro grafico analizar es el que posee la distribución numérica por genero, en donde se observo que la mayoría de los incidentes de modificación de sentencias promovidos en el primer semestre del año 2008, fueron a favor de personas del sexo masculino; teniendo las mujeres un menor número y es que la comisión de delitos en Nicaragua es inversamente proporcional al comportamiento demográfico de nuestra población; teniendo los varones una mayor participación en los hechos delictivos teniendo como resultado lógico una mayor cantidad de condenados que condenadas en nuestro Sistema Penitenciario Nacional, por tanto son los varones los que se vean mas beneficiados con la promoción de  incidentes de rectificación de sentencia; claro que esto no significa que todos o todas las mujeres sean excarcelados o excarceladas o beneficiados con la reducción de pena; todo acto resolutorio será basado en fundamentación jurídica adecuada sin violar el principio de legalidad, significando esto que no todos los incidentes serán resueltos de manera favorable.

El detalle de cada mes y como se desarrollo la distribución por genero; mes a mes se muestra en los anexos, destacándose que en dos meses; como lo fueron el mes de Octubre y Noviembre del año 2008 no hubo interposición de incidentes de modificación de sentencia a favor de personas del sexo femenino; guardando una estrecha relación con el grafico # 1; que es donde se observa la distribución de los incidentes promovidos; ver anexos.  

El grafico # 3 que a continuación se presenta, nos muestra la distribución de los incidentes promovidos con su respectivo delito del que buscaba la aplicación de la irretroactividad de la ley.
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Grafico # 3
Podemos observar que las persona que cometieron el delito de violación (12) fueron las que promovieron en mayor cantidad los incidentes de modificación de sentencia, seguidos de las personas que cometieron el delito de TIES
 (9) y las demás personas que cometieron delitos como lo son el homicidio, el asesinato y los abusos deshonestos (7) ocupan un tercer lugar; situación que podemos apreciar más detalladamente en los anexos (gráficos de pastel) en donde se muestra la distribución de estos incidentes por mes.
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Grafico # 4
El grafico # 4, nos muestra la cantidad de actos resolutorios y como fueron resueltos en el periodo en estudio; nótese que la modificación de sentencias es la que obtuvo una mayor representación; ósea que la modificación de condena es el incidente que por excelencia predomino en el segundo semestre del año 2008; seguidamente podemos observar que la extinción de condena fue la que manifestó con un número menor (3) y los “no ha lugar” a los incidentes promovidos por las partes fueron mayores que las extinciones de pena

Conclusiones
El actual Código Penal que entro en vigencia en el año 2008; posee un modelo que desarrolla y tutela los principio penales de carácter constitucional; que dan como resultado  las garantías necesarias para la correcta aplicación de cada principio contemplado en este estudio y en especifico el principio de la irretroactividad de la ley; el cual debe de ser aplicado de manera responsable, autónoma y garante de la legalidad de las decisiones judiciales y del respeto de la dignidad humana.

El principio de irretroactividad nace de preceptos constitucionales que emanan de la carta magna Nicaragüense que establece su aplicación favorable cuando los reos sean beneficiados con una nueva norma o ley,  y la entrada en vigencia de nuestro actual Código Penal; hace que el principio de la irretroactividad entre en una efervescencia natural ya que muchos de los actores penales accionan de manera inmediata los recursos que la ley le permite; buscando beneficios retroactivos para con los reos del Sistema Penitenciario Nacional.

El  estudio trata de darnos una idea general de los antecedentes históricos de la irretroactividad de la ley; así  como las generalidades de la irretroactividad y a la relación que este principio tiene con otras garantías constitucionales y convenios internacionales. También se realizo un análisis del trámite de los incidentes que se interponen en los juzgados de ejecución de sentencia y vigilancia penitenciaria y en especifico del juzgado de ejecución que pertenece al departamento de Carazo, análisis que permite tener una mejor base al momento de interponer un incidente en los juzgados de ejecución, teniendo en cuenta que tipo de incidente será el interpuesto y la base jurídica del cada incidente que se puede interponer; así como la resolución de los incidentes, tanto en tiempo como en forma de parte de los jueces de ejecución de sentencia y vigilancia penitenciaria.

También se realizo un análisis grafico de los incidentes interpuestos el el juzgado de ejecución de sentencia del departamento de Carazo; permitiendo compilar datos que ilustran de una manera mas clara el comportamiento de cómo y cuando se interpusieron dichos incidentes; así como la resolución de los mismos; no sin antes mencionar que estos datos compilados permitieron realizar un análisis por delito y por genero; siendo mas especifico  en el análisis realizado por cada mes.

En conclusión este estudio permite tener una percepción de que el principio de la irretroactividad de la ley es un principio garantista que esta regido por preceptos constitucionales y otros principios que limitan y legitiman tanto su aplicación como sus efectos, que deben de ser sustentados como fundamento jurídico al momento de su invocación y aplicación.

Recomendaciones
Basado en un análisis técnico del tema objeto de investigación, se recomienda; que el estudio de el principio de la irretroactividad de la ley; se realice con mayor frecuencia y tiempo ya que en la actualidad existe muy pocos recursos bibliográficos nacionales para adentrase en un estudio más detallado; lo que ha limitado el presente estudio; pero se ha realizado un esfuerzo máximo para podre brindar un informe claro y conciso de cómo interponer los recursos que involucren efectos retroactivos a favor de los reos. 
La aprobación de un nuevo Código Penal era necesario para poder actualizarnos en este mundo cambiante y dinámico; este nuevo Código Penal esta dotando de garantías constitucionales, en este sentido, los principios penales
de carácter constitucional que rigen al Nuevo Código Penal sirven como un mecanismo que limita y evita que los jueces y autoridades competentes, actúen arbitrariamente, cuando éstos ejerciten sus funciones de administradoras de justicia, y es que el principio de irretroactividad, solo debe de ser aplicado cuando se cumplan los requisitos elementales ya establecidos en la ley  y que favorezcan al reo. 
La aplicación del principio de irretroactividad debería de estar limitado en el tiempo por la ley, ya que no es posible que a mas de un año de haber entrado en vigencia el actual Código Penal, todavía los jueces de ejecución estén resolviendo incidentes relacionados con la irretroactividad; cuando estos incidentes debieron resolverse en un tiempo expedito; por celeridad procesal. Se debe hacer notar que en base al principio de celeridad procesal, el proceso penal debe durar tan sólo el tiempo justo, evitando de esta manera la eternización del proceso, pues no se debe dejar al reo en la  inseguridad jurídica, manteniendo sin resolver su situación legal. Por tanto es necesario limitar en tiempo y forma la aplicación del principio de irretroactividad de la ley en materia penal.
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Entrevistas

Entrevista con el Dr. Carlos Oviedo; juez de ejecución de sentencia; Carazo, o6/11/09.

Anexos

  Entrevista Realizada Al Doctor Carlos Oviedo; Juez De Ejecución De Sentencia Y Vigilancia Penitenciaria Del Departamento De Carazo.

1) Quienes están legitimados para interponer incidentes en los juzgados de ejecución?

2) Cuáles son los incidentes mas comunes promovidos en este juzgado?

3) Cuáles son los requisitos esenciales para interponer un incidente con efectos retroactivos?

4) Cuando se declara inadmisible un incidente de ejecución?

5) Como se interpone el incidente de modificación de sentencia?

6) Cuáles son los efectos jurídicos que se desprenden de la aplicación de la irretroactividad?

7) De acuerdo a su experiencia; cual es el fundamento jurídico que debe de tenerse en cuenta al momento de aplicar la irretroactividad?

8) Que es un acto resolutorio?

9) Qué factores influyen al momento de interponer los incidentes de modificación de sentencia?
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Grafico de cómo se comporto la interposición de incidentes de acuerdo a los delitos durante cada mes en el juzgado de Ejecución de Sentencia y Vigilancia Penitenciaria Del Departamento de Carazo, durante el último semestre del año 2008.
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Detalle de cómo se comporto, la interposición de incidentes en el juzgado de Ejecución de Sentencia y Vigilancia Penitenciaria del Departamento de Carazo; por Genero
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ARTICULOS DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL RELACIONADOS CON LA APLICACIÓN DE LA IRRETROACTIVIDAD

CÓDIGO PROCESAL PENAL NICARAGUENSE

LIBRO CUARTO 
TÍTULO I 

DE LA EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA 

Capítulo I 

De la ejecución penal
Artículo 402.- Derechos. El condenado podrá ejercer, durante la ejecución de la pena, los derechos y las facultades que le otorgan la Constitución Política, los tratados y convenios internacionales en materia de derechos humanos ratificados por Nicaragua, las leyes penales, penitenciarias y los reglamentos, y planteará ante el tribunal que corresponda las observaciones, recursos e incidencias que con fundamento en aquellas reglas, estime convenientes. 

Artículo 403.- Competencia. La sentencia será ejecutada por los Jueces de Ejecución cuya competencia será establecida en el acuerdo de nombramiento dictado por la Corte Suprema de Justicia. 

El juez de la causa será competente para realizar la fijación de la pena o las medidas de seguridad, así como de las condiciones de su cumplimiento. 

Artículo 404.- Incidentes de ejecución. El Ministerio Público, el acusador particular, el querellante, el condenado o su defensor podrán plantear ante el competente Juez de Ejecución de la pena incidentes relativos a la ejecución, sustitución, modificación o extinción de la pena o de las medidas de seguridad. 

Estos deberán ser resueltos dentro del plazo de cinco días, previa audiencia a los demás intervinientes. Si fuera necesario incorporar elementos de prueba, el Juez de Ejecución, aun de oficio, ordenará una investigación sumaria, después de la cual decidirá. 

Los incidentes relativos a la libertad anticipada y aquellos en los cuales, por su importancia, el Juez de Ejecución de la pena lo estime necesario, serán resueltos en audiencia oral citando a los testigos y peritos que deben informar durante el debate. 

El Juez de Ejecución decidirá por auto fundado. Contra lo resuelto, procede recurso de apelación ante la Sala Penal del Tribunal de Apelación en cuya competencia territorial ejerza sus funciones el Juez de Ejecución correspondiente; la interposición del recurso de apelación no suspenderá la ejecución de la pena. 

Artículo 405.- Suspensión de medidas administrativas. Durante el trámite de los incidentes, el Juez de Ejecución de la pena podrá ordenar la suspensión provisional de las medidas de la administración penitenciaria que sean impugnadas en el procedimiento. 

Artículo 406.- Defensa. La labor del defensor culminará con la sentencia firme, sin perjuicio de que continúe en el ejercicio de la defensa técnica durante la ejecución de la pena. Asimismo, el condenado podrá designar un nuevo defensor y, en su defecto, se le podrá designar un defensor público o de oficio, en la forma prevista en el presente Código. 

El ejercicio de la defensa durante la ejecución penal consistirá en el asesoramiento al condenado, cuando se requiera, para la interposición de las gestiones necesarias en resguardo de sus derechos. No será deber de la defensa vigilar el cumplimiento de la pena. 
Artículo 407.- Atribuciones de los Jueces de Ejecución. Los Jueces de Ejecución ejercerán las siguientes atribuciones: 

1. Hacer comparecer ante sí a los condenados o a los funcionarios del sistema penitenciario, con fines de vigilancia y control; 

2. Mantener, sustituir, modificar o hacer cesar las penas y las medidas de seguridad, así como las condiciones de su cumplimiento; 

3. Visitar los centros de reclusión, por lo menos una vez al mes, con el fin de constatar el respeto de los derechos fundamentales y penitenciarios de los internos, y ordenar las medidas correctivas que estimen convenientes; 

4. Resolver, con aplicación del procedimiento previsto para los incidentes de ejecución, las peticiones o quejas que los internos formulen en relación con el régimen y el tratamiento penitenciario en cuanto afecten sus derechos; 

5. Resolver, por vía de recurso, las reclamaciones que formulen los internos sobre sanciones disciplinarias; 

6. Aprobar las sanciones de ubicación en celdas de aislamiento por más de cuarenta y ocho horas, y, 

7. Dar seguimiento y controlar el cumplimiento de las penas no privativas de libertad. 

Artículo 408.- Unificación de penas. Cuando se hayan dictado varias sentencias de condena contra una misma persona o cuando después de una condena firme se deba juzgar a la misma persona por otro hecho anterior o posterior a la condena, un solo juez unificará las penas, según corresponda. 

La unificación de penas será efectuada por el juez que impuso la última de ellas observando lo dispuesto en la Constitución Política. De su decisión deberá informar a los jueces que impusieron las condenas previas y al Juez de Ejecución competente. 

Capítulo II 

De las penas y medidas de seguridad 
Artículo 409.- Ejecutoriedad. La sentencia condenatoria deberá quedar firme para originar su ejecución. Inmediatamente después de quedar firme, se ordenarán las comunicaciones e inscripciones correspondientes. El tribunal ordenará la realización de las medidas necesarias para que se cumplan los efectos de la sentencia. 

Artículo 410.- Cómputo definitivo. El juez de sentencia realizará el cómputo de la pena, y descontará de ésta la prisión preventiva y el arresto domiciliario cumplidos por el condenado, para determinar con precisión la fecha en la que finalizará la condena. 

El cómputo será siempre reformable, aun de oficio, si se comprueba un error o cuando nuevas circunstancias lo tornen necesario. 
Artículo 411.- Enfermedad del condenado. Si durante la ejecución de la pena privativa de libertad, el condenado sufre alguna enfermedad que no pueda ser atendida adecuadamente en la cárcel que ponga en grave riesgo su salud o su vida, el juez de ejecución de la pena dispondrá, previo los informes médicos forenses que sean necesarios, la internación del enfermo en un establecimiento adecuado y ordenará las medidas necesarias para evitar la fuga. 
Si se trata de alteración psíquica, perturbación o alteración de la percepción del condenado, el Juez de Ejecución, luego de los informes médicos forenses que sean necesarios, dispondrá el traslado a un centro especializado de atención. 

Las autoridades del establecimiento penitenciario tendrán iguales facultades, cuando se trate de casos urgentes; pero la medida deberá ser comunicada de inmediato al juez de ejecución, quien podrá confirmarla o revocarla. Estas reglas son aplicables a la prisión preventiva en relación con el tribunal que conozca del proceso, y a las restantes penas en cuanto sean susceptibles de ser suspendidas por enfermedad. 

El tiempo de internación se computará a los fines de la pena siempre que el condenado esté privado de libertad. 

Artículo 412.- Ejecución diferida. El Juez de Ejecución de la pena podrá suspender el cumplimiento de la pena privativa de libertad, en los siguientes casos: 

1. Cuando deba cumplirla una mujer en estado de embarazo o con un hijo menor de un año de edad, y, 

2. Si el condenado se encuentra gravemente enfermo, o padece de enfermedad crónica grave y la ejecución de la pena pone en peligro su vida, según dictamen médico forense. 

Cuando cesen estas condiciones, la sentencia continuará ejecutándose. 

Artículo 413.- Medidas de seguridad. Las reglas establecidas en este capítulo regirán para las medidas de seguridad en lo que sean aplicables. 

El juez examinará, periódicamente, la situación de quien sufre una medida. Fijará un plazo no mayor de seis meses entre cada examen, previo informe del establecimiento y de los peritos. La decisión versará sobre la cesación o continuación de la medida y, en este último supuesto, podrá ordenar la modificación del tratamiento. 

Cuando el juez tenga conocimiento, por informe fundado, de que desaparecieron las causas que motivaron la internación, procederá a su sustitución o cancelación. 

Artículo 414.- Ejecución de penas no privativas de libertad. Las penas no privativas de libertad y las accesorias se ejecutarán en la forma más adecuada para sus fines, en colaboración con la autoridad competente. 

ALGUNOS ARTICULOS DEL CÓDIGO PENAL RELACIONADOS CON LA IRRETROCATIVIDAD

LEY No. 641

El Presidente de la República de Nicaragua 

A sus habitantes, Sabed:

Que,

LA ASAMBLEA NACIONAL 
Ha ordenado el siguiente:

CÓDIGO PENAL 
TÍTULO PRELIMINAR 
SOBRE LAS GARANTÍAS PENALES Y DE LA APLICACIÓN DE LA LEY PENAL. 
Artículo 1. Principio de legalidad. 
Ninguna persona podrá ser condenada por una acción u omisión que no esté prevista como delito o falta por ley penal anterior a su realización. Las medidas de seguridad y las consecuencias accesorias sólo podrán aplicarse cuando concurran los presupuestos establecidos previamente por la ley. 

No será sancionado ningún delito o falta con pena, medida de seguridad o consecuencia accesoria que no se encuentre prevista por la ley anterior a su realización. 

No se podrán imponer, bajo ningún motivo o circunstancia, penas o consecuencias accesorias indeterminadas. 

Las leyes penales, en tanto fundamenten o agraven la responsabilidad penal, no se aplicarán a casos distintos de los comprendidos expresamente en ellas. 

Por ningún motivo la Administración Pública podrá imponer medidas o sanciones que impliquen privación de libertad. 

Art. 2. Principio de irretroactividad 
La ley penal no tiene efecto retroactivo, excepto cuando favorezca al reo. 

Si con posterioridad a la comisión de un delito o falta, entra en vigencia una nueva ley, en el caso particular que se juzgue, se aplicará la que sea más favorable al reo. Este principio rige también para las personas condenadas, que estén pendientes de cumplir total o parcialmente la condena. 

Los hechos cometidos bajo la vigencia de una ley temporal serán juzgados conforme a ella, salvo que de la ley posterior se desprenda inequívocamente lo contrario. 

Art. 3. Ley emitida antes del cumplimiento de la condena 
Si la entrada en vigencia de una nueva ley se produce antes del cumplimiento de la condena y resulta favorable al condenado, el Juez o Tribunal competente deberá modificar la sentencia de acuerdo con ella en lo relativo a la pena o Medida de seguridad. 

Si la condena fue motivada por un hecho considerado como delito o falta por la ley anterior y la nueva ley no lo sanciona como tal, el Juez o tribunal competente deberá ordenar la inmediata libertad del reo o condenado. 

En caso de duda sobre la determinación de la ley más favorable, será oído el condenado. 

Art. 4. Principio de la dignidad humana 
El Estado garantiza que toda persona a quien se atribuya delito o falta penal tiene derecho a ser tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. No podrán imponerse penas o medidas de seguridad que impliquen torturas, procedimientos o tratos inhumanos, crueles, infamantes o degradantes. 

Art. 5. Principio de reconocimiento y protección de la víctima. 
El Estado garantiza a toda persona que ha sido víctima de un delito o falta penal el reconocimiento y protección de sus derechos y garantías, entre ellos, a ser tratada por la justicia penal con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. 

Art. 6. Garantía jurisdiccional y de ejecución. 
No podrá ejecutarse pena ni medida de seguridad sino en virtud de sentencia firme dictada por los tribunales de justicia competentes, de acuerdo con las leyes procesales. 

Tampoco podrá ejecutarse pena ni medida de seguridad en otra forma que la prescrita por la ley y reglamentos que la desarrollan. La ejecución de la pena o de la medida de seguridad se realizará bajo el control de los jueces y tribunales competentes, de conformidad con la ley y su reglamento. 

DEDICATORIA

A mi Madre; Inés Zuniga; por haberme dado la fuerza necesaria para saber sortear cualquier adversidad y haberme enseñado el valor del trabajo y la honrradez.

A mi Esposa; Cecilia Rizo; por haberme apoyado siempre en estos cinco años; y en todas las noches de desvelo que me aguanto en la realización de este estudio.

AGRADECIMIENTO

En primer lugar agradezco a Dios; por haberme brindado la sabiduría y la oportunidad de haber culminado con esfuerzo y éxito la carrera de licenciatura en Derecho en la Universidad Nacional Autónoma De Nicaragua; agradezco también a todas aquellas personas que me apoyaron en todo lo que concierne a la realización de este estudio; personas como la Licenciada Aura Soza; el Doctor Carlos Oviedo; también agradezco al Licenciado Mario José Lezama por sus aportes y apoyo moral durante los años que llevamos de amistad pura y sincera; por supuesto que también agradezco a mis compañeros de clases que a lo largo de cinco años fueron formando una base social que en el futuro sabremos mantener con esta bella carrera de Derecho; se le agradece a la Lic. María Félix Zavala por colaboración y ayuda en la consecución de esta tarea;  también agradezco a todos los profesores que con su aporte leccionario supieron influir en mi formación como futuro Abogado y Notario; Y a mi tutor; Doctor Pedro Pablo Meza, por  haberme brindado su tiempo, paciencia y conocimiento en la presente investigación.
Autor: 

Sinar Dagoberto Zuniga

sinarzuniga@yahoo.com
Tutor: Dr. Pedro Pablo Meza

Managua, 0 de Diciembre del año 2009
Universidad Nacional Autónoma de Nicaragua

Recinto Universitario “Rubén Darío”

Facultad de Humanidades y Ciencias Jurídicas

Departamento de Derecho








�  � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Europa_occidental" \o "Europa occidental" �Europa occidental� entre los siglos � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Siglo_IX" \o "Siglo IX" �IX� y � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Siglo_XV" \o "Siglo XV" �XV�


� El factor subjetivo u opinio iuris, que es la creencia o convencimiento de que ... Para que cristalice la "opinio iuris"


� � HYPERLINK "http://www.todoelderecho.com" �www.todoelderecho.com�   � HYPERLINK "http://www.todoelderecho.com/Apuntes/Civil/Apuntes/principio%20irretroactividad.htm" �http://www.todoelderecho.com/Apuntes/Civil/Apuntes/principio%20irretroactividad.htm�


� � HYPERLINK "http://www.todoelderecho.com" �www.todoelderecho.com�   � HYPERLINK "http://www.todoelderecho.com/Apuntes/Civil/Apuntes/principio%20irretroactividad.htm" �http://www.todoelderecho.com/Apuntes/Civil/Apuntes/principio%20irretroactividad.htm�


� Derecho Constitucional mexicano. Derechos ciudadanos. Garantías. Retroactividad de leyes. Garantía de audiencia y de legalidad Román Ochoa, 2005


� Roubier, Paul; Jurista Francés; Les conflits de lois dans le temps : théorie dite de la non-rétroactivité des lois, Paris : Librairie du Recueil Sirey, 1929.


� Cayo Verres o Cayo Licinio Verres (� HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/120_a._C." \o "120 a. C." �120 a. C.� - � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/43_a._C." \o "43 a. C." �43 a. C.�), fue un político romano, conocido principalmente por su tiránico gobierno de � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Sicilia" \o "Sicilia" �Sicilia�.


� Paul Roubier, op. cit., Pag. 63,64,67.


� Derecho Constitucional mexicano. Derechos ciudadanos. Garantías. Retroactividad de leyes. Garantía de audiencia y de legalidad Román Ochoa, 2005


� El Derecho visigodo hace referencia al conjunto de sucesos � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Derecho" \o "Derecho" �jurídicos� que se produjeron durante el período de la � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Historia_del_Derecho" \o "Historia del Derecho" �Historia del Derecho� comprendido desde el asentamiento del � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Pueblo_visigodo" \o "Pueblo visigodo" �pueblo visigodo� en las � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Galia" \o "Galia" �Galias� hacia el � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/418" \o "418" �418� y su posterior emigración y ocupación de la � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Pen%C3%ADnsula_Ib%C3%A9rica" \o "Península Ibérica" �Península Ibérica� en el � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Siglo_VI" \o "Siglo VI" �siglo VI�, hasta la � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Invasi%C3%B3n_musulmana_de_la_Pen%C3%ADnsula_Ib%C3%A9rica_en_el_siglo_VIII" \o "Invasión musulmana de la Península Ibérica en el siglo VIII" �invasión musulmana de esta última� en el � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/711" \o "711" �711�.


� El Corpus Iuris Canonici (en � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Idioma_espa%C3%B1ol" \o "Idioma español" �español� Cuerpo de Derecho Canónico) es una colección de � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Derecho_can%C3%B3nico" \o "Derecho canónico" �Derecho canónico� de la � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Iglesia_Cat%C3%B3lica" \o "Iglesia Católica" �Iglesia Católica�, formada por obras canónicas oficiales y particulares, compuestas entre � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/1140" \o "1140" �1140� y � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/1503" \o "1503" �1503�, que fue aplicada por las � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Iglesias_orientales_cat%C3%B3licas" \o "Iglesias orientales católicas" �Iglesias de rito oriental� y de rito latino hasta la promulgación del � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/C%C3%B3digo_de_Derecho_Can%C3%B3nico" \o "Código de Derecho Canónico" �Codex Iuris Canonici� de � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/1917" \o "1917" �1917�


� � HYPERLINK "http://www.todoelderecho.com" �www.todoelderecho.com�   � HYPERLINK "http://www.todoelderecho.com/Apuntes/Civil/Apuntes/principio%20irretroactividad.htm" �http://www.todoelderecho.com/Apuntes/Civil/Apuntes/principio%20irretroactividad.htm�


� � HYPERLINK "http://www.todoelderecho.com" �www.todoelderecho.com�   � HYPERLINK "http://www.todoelderecho.com/Apuntes/Civil/Apuntes/principio%20irretroactividad.htm" �http://www.todoelderecho.com/Apuntes/Civil/Apuntes/principio%20irretroactividad.htm�


� Georg Jellinek, jurista y teórico aleman, profesor en las universidades de Viena, Basilea y de Heidelberg en 1891."Teoría General del Estado", escrita en � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/1900" \o "1900" �1900�.


� Nulla poena sine lege es una frase � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Lat%C3%ADn" \o "Latín" �latina�, que se traduce como "No hay pena sin ley", utilizada para expresar que no puede � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Sanci%C3%B3n_(Derecho)" \o "Sanción (Derecho)" �sancionarse� una conducta si la � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Ley" \o "Ley" �ley� no la califica como � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Delito" \o "Delito" �delito�. Es un principio consagrado positivamente en numerosos � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/C%C3%B3digo_penal" \o "Código penal" �códigos penales� en los Estados constitucionales, incluyéndose en la mayoría de las democracias modernas. Está relacionado con el principio "� HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Nullum_crimen,_nulla_poena_sine_praevia_lege" \o "Nullum crimen, nulla poena sine praevia lege" �Nullum crimen, nulla poena sine praevia lege�", de acuerdo al cual la ley penal no puede tener efecto � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Retroactividad" \o "Retroactividad" �retroactivo�.


� La Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano (1789)


� Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano 1793





� � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Irretroactividad_penal" �http://es.wikipedia.org/wiki/Irretroactividad_penal�


� Tesis: principio de irretroactividad de la ley como garantía constitucional; Hugo Espinoza Acevedo; León Nicaragua


� � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Reformatio_in_peius" �http://es.wikipedia.org/wiki/Reformatio_in_peius�


� � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Irretroactividad_penal" �http://es.wikipedia.org/wiki/Irretroactividad_penal�


� manual del derecho penal nicaragüense; José María Tijerino Pacheco y Juan Luis Gómez Colomer


� Arto. 409 Código Procesal Penal Nicaragüense


� Arto 73 Código Penal Nicaragüense


� Arto. 39 Constitución Política Nicaragüense 


� Arto 410 Código Procesal Penal Nicaragüense


� Arto. 408 Código Penal Nicaragüense


� Artos. 403 y 407 Código Procesal Penal Nicaragüense


� Arto. 404 CPP, párrafo Cuarto


� Artículo 337Inciso 6 y 7.Codigo Procesal Penal Nicaragüense


� Tesis: La retroactividad de la ley; Hugo Sánchez Morales; UNAN León, Nicaragua, 1969


� Eugenio Cuello Calón; No hay pena, si ley.


� Tesis: La retroactividad de la ley; Hugo Sánchez Morales; UNAN León, Nicaragua, 1969


� Artículo 337Inciso 6 y 7. Código Procesal Nicaragüense 


�Arto 13; Ley orgánica del poder judicial de la república de Nicaragua, ley no. 260. aprobado el 7 julio 1998, publicado en la gaceta no. 137 del 23 julio 1998


� Arto 1, Código Procesal Penal Nicaragüense


�Cuerda Arnau María Luisa. Primer Módulo: Principios Constitucionales  que informan el PCP en el contexto  de un Estado de Derecho, efectuado por la  Escuela Judicial de Nicaragua, julio del 2000


�  En  el  arto.  160,  que  dice:  “La  administración  de  la  Justicia  garantiza  el  principio  de  legalidad; que  protege  y  tutela  los  derechos  Humanos  mediante  la  aplicación  de  la  ley  en  los  asuntos  o procesos de competencia”. De igual forma el arto. 34 inc 11 dice: “Todo procesado tienen derecho, en   igualdad   de   condiciones,   a   las   siguientes   garantías   mínimas:   …A   no   ser   procesado   ni condenado por acto u omisión que, al tiempo de cometerse, no este previamente calificado en la ley de manera expresa e inequívoca como punible, ni sancionado con pena  no prevista en la ley. Se prohíbe dictar leyes prescriptivas o aplicar al reo penas o tratos infamantes…”





� Aforismo  procedente  de  Beccaria  y  Feuerbach,  que  supone  que  solo  la  ley  aprobada  por  la Asamblea  Nacional  o  parlamento  puede  definir  que  conducta  es  delictiva  o  no,  y  establecer  sus respectiva responsabilidad penal o la que se indique según el caso


� Ver arto. 38 Cn


�  La  tipicidad  está  contemplada  de  una  manera  concreta  en  el  Tipo  Penal,  como  elemento del delito.  El  tipo  penal  es,  según  Luzón  Peña,   “el  elemento  del  delito  que  sirve  para  plasmar  el principio de legalidad penal, concretamente la garantía criminal…” (Curso de Derecho Penal, Parte


General I, 1996, p. 296)


� Arto. 138 inc 1 Constitución Política Nicaragüense


� En  base  al  arto.  32,  Constitución Política Nicaragüense,  que  dice:   “Ninguna  persona  está  obligada  a  hacer  lo  que  la  ley  no mande, ni impedida de hacer de lo que esta no prohíbe”.


� Curso de Derecho Penal, Parte General I, p. 132 y 133.


� Luzón Peña Diego Manuel. Curso de Derecho Penal, parte General, 1995


� Luzón Peña Diego M. Curso de Derecho penal, Parte General I, p.134.


� Ver artos. 34 inc 11 Constitución Política de Nicaragua 


� Artos.  402  al  409  Código Procesal Penal Nicaragüense.  Establecen  los  mecanismos  legales  para  poder  ejecutar  las  sanciones penales a través de una sentencia, que deberá haber quedado firme para originar su ejecución. Através de los Jueces de Ejecución.


   � Luzón Peña Diego, Curso de Derecho Penal, Parte General I, p. 134


� Actualmente  no  existe  ninguna  ley  o  reglamento  que  ejecute  las  consecuencias  jurídicas  del


     derecho penal nicaragüense


� Cuerda Arnau María Luisa. Primer Módulo: Principios Constitucionales que conforman el Código Penal en el  contexto  de  un  Estado  de  Derecho,  efectuado  por  la  Escuela  Judicial  de  Nicaragua,  julio del 2000.


� Arto. 402 y 403 Código Procesal Penal Nicaragüense


� Arto. 34 Constitución política de Nicaragua.


� Arto.  159  infine  Constitución Política de Nicaragua ,  dice:  “…Las  facultades  jurisdiccionales  de  juzgar  y  ejecutar  los  juzgado corresponde exclusivamente al Poder Judicial...”


� Arto. 48. Inciso 4to Ley orgánica del poder judicial de la república de Nicaragua, ley no. 260. aprobado el 7 julio 1998, publicado en la gaceta no. 137 del 23 julio 1998


� Ver artos. 33 Constitución Política de Nicaragua.


� Artos. 34 inc 2 Constitución Política de Nicaragua.


� Arto. 138 inc 1 Constitución Política de Nicaragua: “Son atribuciones de la Asamblea Nacional: 1) Elaborar y Aprobar leyes y decretos, así como re formar y derogar los existentes”.


� Arto. 160 Constitución Política de Nicaragua; dice: “La administración de la justicia garantiza el principio de la legalidad; protege


y tutela los derechos humanos mediante la aplicación de la ley en los asuntos o procesos de su competencia”.





� Arto.  38,  que  dice:  “La  Ley  no  tiene  efecto  retroactivo,   excepto  en  materia  penal  cuando favorezca al reo”.


� Cuarezma  Terán  Sergio  y  Houed  Vega  Mario.  Coordinadores.  Derecho  Penal,  Criminología  y


Derecho Procesal Penal, Managua, Nicaragua, editorial Hispamer, 2000, pág. 66


� Artos. 38 Constitución Política de Nicaragua.


� Arto. 3, Código Procesal Penal Nicaragüense


� Ramírez Bustos Juan. Manual de Derecho penal español, 1984, p. 64


� Ver la Declaración sobre la protección de todas las personas contra la tortura y otros tratos o penas   crueles,   inhumanas   o   degradantes.   Publicada   el   9   de   diciembre   de   1975,   mediante resolución 3452 


� Arto. 5 Constitución Política de Nicaragua.


� Artos. 23, 36 y 39 Constitución Política de Nicaragua 


� Bustos Ramírez Juan. Manual de Derecho penal español, pág. 65


� Arto. 4, Código Penal Nicaragüense


� Módulo Instruccional, Formación Inicial. 1era Edición. Managua, Nicaragua, Unión Europea, CSJ. 2001. Pág. 455.





� A este respecto, el tribunal Constitucional Español, en sentencia 114/2000, señaló que si el Tribunal impide a una parte en el curso del proceso alegar cuanto crea oportuno en su defensa o replicar dialécticamente las posiciones contrarias, vulneraría este derecho fundamental, es decir, no es admisible un pronunciamiento judicial sobre materias respecto de las que no ha existido necesaria contradicción.





� Binder, Alberto M, Inviabilidad del derecho a la defensa en Juicio





�  Gómez Colomer, Juan Luis, Revista de Derecho.  Universidad Centroamericana. 2002 “Código Procesal penal Nicaragüense de 2001 sus rasgos más característicos”. Pág. 247.  


� Tijerino Pacheco, José María; Gómez Colomer Juan Luis y otros. Óp. Cit. Pág. 52. 


� Véase Artos. 55Inciso1,  55Inciso 3, 57, 58, 61,62 y 63 del Código Procesal Penal Nicaragüense. 


� Pedraza Peñalva, Ernesto. Introducción al Derecho Procesal Penal.  (Acotado al ordenamiento jurídico nicaragüense) 2ª. Edición. Managua: Hispamer. 2002. Pág. 278-306.  





� Arto 13; Código Penal Nicaragüense 1974


� Jaén Vallejo, Manuel. Principios… Pág. 60-63.





� El Tribunal Superior Español, manifestó que: “el principio in dubio pro reo no excluye como ocurriría en antiguos precedentes jurisprudenciales, el derecho a ocurrir en casación de una manera absoluta”. (STS de 22/3/2001) De este principio “No se deduce que el acusado tenga derecho a que el tribunal en ciertas circunstancias dude El que se deriva de este principio se concreta en que el tribunal que realmente ha dudado, no está autorizado a condenar)


� Arto 6 Código Penal Nicaragüense; vigente desde el 08 de junio del año 2008


� Arto 10, Código Penal vigente de Nicaragua


� Derecho Penal, parte general, 2da edición, Enrique Bacigalupo, pág. 128


� Derecho Penal, parte general, 2da edición, Enrique Bacigalupo, pág. 132


� www.httpp//wikipedia/derecho/Incidentes.com


� � HYPERLINK "http://www.drleyes.com/page/diccionario_juridico/significado/I/1524/INCIDENTE/" �http://www.drleyes.com/page/diccionario_juridico/significado/I/1524/INCIDENTE/�


� Arto. 37 Constitución Política Nicaragüense.


� Artículo 404 Código Procesal Penal Nicaragüense; primer párrafo


� Artículo 102 Código Procesal Penal Nicaragüense ; segundo párrafo


� Arto 9 Código Procesal Penal Nicaragüense 


� Entrevista con el Dr. Carlos Oviedo; juez de ejecución de sentencia; Carazo, el o6/11/09


� Manual de Derecho Procesal Nicaragüense; José María Tijerino y Juan Luis Gómez Colomer; pág. 579.





� Manual de Derecho Procesal Nicaragüense; José María Tijerino y Juan Luis Gómez Colomer; pág. 580


� Arto 39 Constitución Política Nicaragüense


� Arto 403 – 407 Código Procesal Penal Nicaragüense


� Manual de Derecho Procesal Nicaragüense; José María Tijerino y Juan Luis Gómez Colomer; pág. 582, 583


� Arto. 341 Código Procesal Penal Nicaragüense 


� Arto. 409 Código Procesal Penal Nicaragüense 


� Arto. 73 Código Penal Nicaragüense, 1974


� Arto. 39 Constitución política nicaragüense


� Manual de Derecho Procesal Penal Nicaragüense; José María Tijerino Pacheco y Juan Luis Gómez Colomer; págs. 577 y 578.


� Derecho Penal; Parte general; Enrique Bacigalupo; Los Principios básicos; pág. 103


� Derecho Penal; Parte general; Enrique Bacigalupo; Los Principios básicos; pág. 126


� Derecho Penal; Parte general; Enrique Bacigalupo; Los Principios básicos; pág. 135, 136


� Arto 404 Código Procesal Penal Nicaragüense


� Arto. 87 Código Penal Vigente 


� Arto. 96 Código penal vigente 


� Arto 411 Código Procesal Penal Nicaragüense


� Arto 412 Código Procesal Pena Nicaragüense


� Arto 408 Código Procesal Penal Nicaragüense y Acuerdo 111 del año 2003, emitido por la CSJ


� Arto. 407 Código Procesal Penal Nicaragüense, Inciso 4to


� Arto 95; ley 473 de Regimen de vigilancia penitenciaria y ejecución de pena Nicaraguense


� Entrevista con el Dr. Carlos Oviedo; juez de ejecución de sentencia; Carazo, el 13/10/09


� Arto 404 Código Procesal Penal Nicaragüense; párrafos 2, 3 y 4


� Entrevista con el Dr. Carlos Oviedo; juez de ejecución de sentencia; Carazo, el 05/10/09


� Entrevista con el Dr. Carlos Oviedo; juez de ejecución de sentencia; Carazo, el 13/10/09


�  Ties: Tráfico Interno de Estupefacientes y Sicotrópicos; según definición de Policía Nacional de Nicaragua


� TIES: Trafico Interno De Estupefacientes y Sicotrópicos; Según la Policía Nacional Nicaragüense





[1]Para ver trabajos similares o recibir información semanal sobre nuevas publicaciones, visite www.monografias.com

